
Tesis 
 

  Registro digital: 165900 

  
  
TORTURA. OBLIGACIONES DEL ESTADO MEXICANO PARA PREVENIR SU PRÁCTICA.
  
  
Con fundamento en el artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la
Ley Federal para Prevenir y Sancionar la Tortura y la Convención contra la Tortura y otros Tratos o
Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, el Estado Mexicano tiene las siguientes obligaciones
para prevenir la práctica de la tortura: establecer dentro de su ordenamiento jurídico interno la
condena a la tortura como un delito, sea consumada o tentativa; sancionar tanto al que la comete
como al que colabora o participa en ella; detener oportunamente al torturador a fin de procesarlo
internamente o extraditarlo, previa investigación preliminar; sancionar con las penas adecuadas este
delito; indemnizar a las víctimas; prestar todo el auxilio posible a todo proceso penal relativo a los
delitos de tortura, incluyendo el suministro de toda prueba que posean; y prohibir que toda
declaración o confesión que ha sido obtenida bajo tortura sea considerada válida para los efectos
de configurar prueba en procedimiento alguno, salvo contra el torturador. Además, la integridad
personal es el bien jurídico cuya protección constituye el fin y objetivo principal para prohibir la
tortura y otros tratos y penas crueles, inhumanas o degradantes, lo cual también se encuentra
previsto en los artículos 5 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos y 7 del Pacto
Internacional de Derechos Civiles y Políticos. Esto es, el derecho a no ser objeto de tortura, penas
crueles o tratos inhumanos o degradantes es un derecho cuyo respeto no admite excepciones, sino
que es absoluto y, por ende, su vigencia no puede alterarse ni siquiera durante una emergencia que
amenace la vida de la nación.
  
  
Amparo directo 9/2008. 12 de agosto de 2009. Mayoría de cuatro votos. Disidente: Sergio A. Valls
Hernández. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Miguel Enrique Sánchez Frías.
  
  
 

Instancia: Primera Sala Novena Época Materia(s): Penal,
Constitucional

Tesis: 1a. CXCII/2009 Fuente: Semanario Judicial de la
Federación y su Gaceta.
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TORTURA. LA ACTUALIZACIÓN DE ESE DELITO NO PUEDE PRESUMIRSE, SINO QUE DEBE
PROBARSE Y SUJETARSE A TODAS LAS REGLAS DE UN DEBIDO PROCESO PENAL.
  
  
El artículo 3o. de la Ley Federal para Prevenir y Sancionar la Tortura establece que comete el delito
de tortura el servidor público que, con motivo de sus atribuciones, inflija a una persona dolores o
sufrimientos graves, sean físicos o psíquicos con el fin de obtener, del torturado o de un tercero,
información o una confesión, o castigarla por un acto que haya cometido o se sospeche ha
cometido, o coaccionarla para que realice o deje de realizar una conducta determinada. Por otra
parte, al ser la tortura un delito, está sujeto a un procedimiento penal debidamente establecido para
su comprobación, como sucede con cualquier otro ilícito y que, por ende, no puede presumirse, sino
que debe probarse suficientemente y por las vías legales idóneas, previamente establecidas;
máxime que el hecho de que para dar credibilidad a la existencia de la tortura sea necesario que se
encuentre probada, garantiza seguridad jurídica para todos los gobernados y con ello, sustenta el
Estado de derecho.
  
  
Amparo directo 9/2008. 12 de agosto de 2009. Mayoría de cuatro votos. Disidente: Sergio A. Valls
Hernández. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Miguel Enrique Sánchez Frías.
  
  
 

Instancia: Primera Sala Novena Época Materia(s): Penal
Tesis: 1a. CXCI/2009 Fuente: Semanario Judicial de la

Federación y su Gaceta.
Tipo: Aislada

Semanario Judicial de la Federación
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TORTURA. CONSTITUYE UNA CATEGORÍA ESPECIAL Y DE MAYOR GRAVEDAD QUE
IMPONE LA OBLIGACIÓN DE UN ESCRUTINIO ESTRICTO BAJO LOS ESTÁNDARES
NACIONALES E INTERNACIONALES.
  
  
La prohibición de la tortura como derecho absoluto se reconoce y protege como jus cogens en
armonía con el sistema constitucional y convencional. En ese sentido, el artículo 22, primer párrafo,
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, proscribe la tortura, mientras que el
artículo 29 de la propia Constitución Federal enfatiza que la prohibición de tortura y la protección a
la integridad personal son derechos que no pueden suspenderse ni restringirse en ninguna
situación, incluyendo los casos de invasión, perturbación grave de la paz pública, o cualquier otro
que ponga a la sociedad en grave peligro o conflicto. Además, la integridad personal es el bien
jurídico cuya protección constituye el fin y objetivo principal para prohibir la tortura, así como otros
tratos y penas crueles, inhumanas o degradantes, lo cual también se prevé en los artículos 5 de la
Declaración Universal de los Derechos Humanos, así como 7 del Pacto Internacional de Derechos
Civiles y Políticos. Además, las obligaciones adquiridas por México, en la Convención
Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, incluyen tipificarla como delito, investigar toda
denuncia o presunto caso de ella, así como de excluir toda prueba obtenida por la misma. En ese
orden, la tortura actualiza una categoría especial y de mayor gravedad que impone hacer un análisis
cuidadoso bajo los estándares nacionales e internacionales, tanto en su impacto de violación de
derechos humanos como de delito.
  
  
Amparo en revisión 703/2012. 6 de noviembre de 2013. Cinco votos por la concesión del amparo de
los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz
Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Mayoría de tres
votos por el amparo liso y llano de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Alfredo Gutiérrez
Ortiz Mena y Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Disidentes: José Ramón Cossío Díaz y
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Encargado del engrose:
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: José Alberto Mosqueda Velázquez.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 23 de mayo de 2014 a las 10:06 horas en el Semanario Judicial de
la Federación.

Instancia: Primera Sala Décima Época Materia(s): Constitucional,
Penal

Tesis: 1a. CCV/2014 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial
de la Federación.

Tipo: Aislada

Semanario Judicial de la Federación
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TORTURA. OBLIGACIONES DE LA AUTORIDAD CUANDO UNA PERSONA MANIFIESTA
HABERLA SUFRIDO O SE TENGAN DATOS DE LA MISMA.
  
  
Cuando la autoridad tenga conocimiento de la manifestación de que una persona ha sufrido tortura
o cuando tenga datos de la misma, deberá, inmediatamente y de oficio, dar vista al ministerio
público para que inicie una investigación de manera independiente, imparcial y meticulosa. Dicha
investigación tiene como finalidad determinar el origen y naturaleza de la afectación a la integridad
personal de quien alega la tortura, e identificar y procesar a las personas responsables. Cuando,
dentro de un proceso, una persona alegue que su declaración fue obtenida mediante coacción, las
autoridades deben verificar la veracidad de dicha denuncia a través de una investigación diligente.
Asimismo, el hecho que no se hayan realizado oportunamente los exámenes pertinentes para
determinar la existencia de tortura no exime a las autoridades de la obligación de realizarlos e iniciar
la investigación respectiva; tales exámenes deben hacerse independientemente del tiempo
transcurrido desde la comisión de la tortura. Por tanto, esta Primera Sala de la Suprema Corte de
Justicia de la Nación considera relevante destacar que, con independencia de la obligación de los
órganos de legalidad o control constitucional, en torno al reconocimiento y protección del derecho
humano de integridad personal y la prohibición de la tortura como derecho absoluto, subsistirá en
todo momento la obligación de instruir su investigación conforme a los estándares nacionales e
internacionales para deslindar responsabilidades y, en su caso, esclarecerla como delito, con
fundamento en los artículos 21 de la Constitución Federal, 1, 3, 6 y 8, de la Convención
Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, así como 1o., 3o. y 11o. de la Ley Federal para
Prevenir y Sancionar la Tortura.
  
  
Amparo en revisión 703/2012. 6 de noviembre de 2013. Cinco votos por la concesión del amparo de
los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz
Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Mayoría de tres
votos por el amparo liso y llano de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Alfredo Gutiérrez
Ortiz Mena y Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Disidentes: José Ramón Cossío Díaz y
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Encargado del engrose:
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: José Alberto Mosqueda Velázquez.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 23 de mayo de 2014 a las 10:06 horas en el Semanario Judicial de
la Federación.

Instancia: Primera Sala Décima Época Materia(s): Constitucional,
Penal

Tesis: 1a. CCVII/2014 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial
de la Federación.

Tipo: Aislada

Semanario Judicial de la Federación
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TORTURA. SU SENTIDO Y ALCANCE COMO PROHIBICIÓN CONSTITUYE UN DERECHO
ABSOLUTO, MIENTRAS QUE SUS CONSECUENCIAS Y EFECTOS SE PRODUCEN TANTO EN
SU IMPACTO DE VIOLACIÓN DE DERECHOS HUMANOS COMO DE DELITO.
  
  
Conforme al marco constitucional y convencional, la prohibición de la tortura se reconoce y protege
como derecho absoluto que pertenece al dominio del jus cogens internacional, mientras que sus
consecuencias y efectos impactan en dos vertientes: tanto de violación de derechos humanos como
de delito. En ese orden, esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha
sostenido que: 1. Las personas que denuncien actos de tortura tienen el derecho a que las
autoridades intervengan de forma expedita para que su acusación sea investigada y, en su caso,
examinada a través de un juicio penal; en ese sentido, las autoridades tienen la obligación de
investigar la tortura para, en su caso, esclarecerla como delito, así como de realizar y proseguir de
modo diligente las investigaciones necesarias para deslindar responsabilidades por su comisión. 2.
La obligación de proteger ese derecho recae en todas las autoridades del país y no sólo en aquellas
que deban investigar o juzgar el caso. 3. Atento al principio interpretativo pro persona, para efectos
del mencionado derecho, debe considerarse como denuncia de un acto de tortura a todo tipo de
noticia o aviso que sobre ese hecho se formule ante cualquier autoridad con motivo de sus
funciones. 4. Cuando una persona ha sido sometida a coacción para quebrantar la expresión
espontánea de su voluntad, deben excluirse las pruebas obtenidas mediante la misma.
  
  
Amparo en revisión 703/2012. 6 de noviembre de 2013. Cinco votos por la concesión del amparo de
los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz
Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Mayoría de tres
votos por el amparo liso y llano de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Alfredo Gutiérrez
Ortiz Mena y Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Disidentes: José Ramón Cossío Díaz y
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Encargado del engrose:
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: José Alberto Mosqueda Velázquez.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 23 de mayo de 2014 a las 10:06 horas en el Semanario Judicial de
la Federación.

Instancia: Primera Sala Décima Época Materia(s): Constitucional,
Penal

Tesis: 1a. CCVI/2014 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial
de la Federación.

Tipo: Aislada

Semanario Judicial de la Federación
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TORTURA. LA AUTOINCRIMINACIÓN DEL INCULPADO NO ES UNA CONDICIÓN NECESARIA
PARA ACREDITARLA.
  
  
El artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos proscribe la tortura,
entendida como aquellos actos de violencia física o psicológica contra las personas; los tratos
inhumanos y degradantes; el tormento de cualquier especie; la marca, los azotes, los palos,
etcétera. Ahora bien, para acreditar la existencia de la tortura, el citado precepto constitucional no
exige que el inculpado que la sufre se haya autoincriminado, es decir, la autoincriminación no puede
considerarse como una inferencia válida o una conclusión atinente a partir del artículo constitucional
referido ni de algún instrumento internacional que resulte obligatorio para el Estado Mexicano.
Considerar que la autoincriminación forma parte del núcleo esencial del concepto de tortura, no
fortalece el nuevo modelo pro-derechos humanos, sino que lo entorpece, al quedar excluidos
aquellos casos en los que las personas son torturadas como parte de una cultura corrupta y una
práctica reiterada en el ámbito de la procuración de justicia; además implicaría que otros órganos
jurisdiccionales siguieran esa pauta interpretativa, con consecuencias desventajosas y alejadas del
nuevo paradigma de los derechos humanos. Ahora bien, la autoincriminación es un posible
resultado de la tortura, pero no una condición necesaria de ésta; por ello, el operador jurídico no
debe confundir entre el proceso de la tortura y sus resultados, pues si éste se acredita, con
independencia del tipo de resultado, debe castigarse y atenderse conforme a los lineamientos
establecidos jurisprudencialmente por esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la
Nación.
  
  
Amparo directo en revisión 1275/2014. 3 de septiembre de 2014. Cinco votos de los Ministros Arturo
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez
Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: José Ramón Cossío Díaz.
Secretario: Roberto Lara Chagoyán.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 14 de noviembre de 2014 a las 09:20 horas en el Semanario Judicial
de la Federación.

Instancia: Primera Sala Décima Época Materia(s): Constitucional,
Penal

Tesis: 1a. CCCLXXXIII/2014
(10a.)

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial
de la Federación.

Tipo: Aislada

Semanario Judicial de la Federación
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TORTURA. GRADOS DE VIOLACIÓN DEL DERECHO A LA INTEGRIDAD FÍSICA Y PSÍQUICA
DE LAS PERSONAS.
  
  
Conforme a la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, la violación del
derecho a la integridad física y psíquica de las personas tiene diversas connotaciones de grado;
abarca desde la tortura hasta otro tipo de vejámenes o tratos crueles, inhumanos o degradantes,
cuyas secuelas físicas y psíquicas varían de intensidad según factores endógenos y exógenos de la
persona, como son: la duración de los tratos, la edad, el sexo, la salud, el contexto y la
vulnerabilidad, entre otros, que deberán analizarse en cada situación concreta.
  
  
Amparo directo en revisión 90/2014. 2 de abril de 2014. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar
Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz
Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas, quien formuló voto concurrente, y Jorge Mario
Pardo Rebolledo. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Nínive Ileana Penagos
Robles.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 20 de febrero de 2015 a las 09:30 horas en el Semanario Judicial de
la Federación.

Instancia: Primera Sala Décima Época Materia(s): Constitucional,
Penal

Tesis: 1a. LVI/2015 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial
de la Federación.

Tipo: Aislada

Semanario Judicial de la Federación
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TORTURA. LA AUTORIDAD TIENE LA OBLIGACIÓN DE INVESTIGARLA EN CASO DE EXISTIR
EVIDENCIA RAZONABLE.
  
  
Atendiendo a la obligación del Estado de investigar actos de tortura, corresponde al juzgador, en
caso de existir evidencia razonable y dependiendo del tipo de maltrato alegado, ordenar la
investigación al Ministerio Público y, a su vez, actuar en el proceso, de forma efectiva e imparcial,
para garantizar que se realicen los estudios relativos pertinentes; de ahí que no siempre es el
certificado médico de lesiones el que ha de valorarse para determinar si debe o no darse valor
probatorio a la confesión rendida al dictarse la sentencia definitiva.
  
  
Amparo directo en revisión 90/2014. 2 de abril de 2014. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar
Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz
Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas, quien formuló voto concurrente, y Jorge Mario
Pardo Rebolledo. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Nínive Ileana Penagos
Robles.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 20 de febrero de 2015 a las 09:30 horas en el Semanario Judicial de
la Federación.

Instancia: Primera Sala Décima Época Materia(s): Constitucional,
Penal

Tesis: 1a. LIV/2015 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial
de la Federación.

Tipo: Aislada

Semanario Judicial de la Federación
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TORTURA. LA OMISIÓN DEL JUEZ DE INVESTIGARLA OFICIOSAMENTE CUANDO LA ALEGUE
EL PROCESADO, CONSTITUYE UNA VIOLACIÓN AL PROCEDIMIENTO QUE TRASCIENDE AL
RESULTADO DEL FALLO.
  
  
El artículo 173, fracción VIII, de la Ley de Amparo, al establecer que en los juicios del orden penal
se considerarán violadas las leyes del procedimiento, de manera que su infracción afecte a las
defensas del quejoso, cuando, entre otros supuestos, no se respete al imputado el derecho a
declarar o guardar silencio, la declaración del imputado se obtenga mediante incomunicación,
intimidación, tortura o sin presencia de su defensor, o cuando el ejercicio del derecho a guardar
silencio se utilice en su perjuicio; así, la omisión del juez de investigar oficiosamente sobre actos de
tortura alegados por los procesados constituye una violación al procedimiento que trasciende al
resultado del fallo, porque de resultar positiva la investigación, la sentencia condenatoria se basará,
entre otras probanzas, en una confesión obtenida mediante coacción.
  
  
Amparo directo en revisión 90/2014. 2 de abril de 2014. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar
Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz
Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas, quien formuló voto concurrente, y Jorge Mario
Pardo Rebolledo. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Nínive Ileana Penagos
Robles.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 20 de febrero de 2015 a las 09:30 horas en el Semanario Judicial de
la Federación.

Instancia: Primera Sala Décima Época Materia(s): Común, Penal
Tesis: 1a. LIII/2015 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial

de la Federación.
Tipo: Aislada

Semanario Judicial de la Federación
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TORTURA. SUS ELEMENTOS CONSTITUTIVOS.
  
  
Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, atendiendo a la norma más
protectora, prevista en la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, estima
que se está frente a un caso de tortura cuando: i) la naturaleza del acto consista en afectaciones
físicas o mentales graves; ii) éstas sean infligidas intencionalmente; y iii) tengan un propósito
determinado, ya sea para obtener una confesión o información, para castigar o intimidar, o para
cualquier otro fin que tenga por objeto menoscabar la personalidad o la integridad física y mental de
la persona.
  
  
Amparo directo en revisión 90/2014. 2 de abril de 2014. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar
Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz
Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas, quien formuló voto concurrente, y Jorge Mario
Pardo Rebolledo. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Nínive Ileana Penagos
Robles.
 
Nota: Esta tesis fue objeto de la denuncia relativa a la contradicción de tesis 144/2021 en la
Suprema Corte de Justicia de la Nación, desechada por notoriamente improcedente, mediante
acuerdo de presidencia de 10 de junio de 2021, en virtud de que conforme a la posición orgánica no
procede la denuncia entre criterios emitidos por el Pleno o las Salas de la Suprema Corte y
Tribunales Colegiados de Circuito.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 20 de febrero de 2015 a las 09:30 horas en el Semanario Judicial de
la Federación.

Instancia: Primera Sala Décima Época Materia(s): Constitucional,
Penal

Tesis: 1a. LV/2015 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial
de la Federación.

Tipo: Aislada

Semanario Judicial de la Federación
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TORTURA, TRATOS CRUELES, INHUMANOS O DEGRADANTES. FORMA DE REALIZAR SU
INVESTIGACIÓN.
  
  
La investigación de posibles actos de tortura o tratos crueles, inhumanos o degradantes debe
realizarse de oficio y de forma inmediata; además será imparcial, independiente y minuciosa, con el
fin de: i) determinar la naturaleza y origen de las lesiones advertidas; ii) identificar a los
responsables; e, iii) iniciar su procesamiento. Ahora bien, corresponde a las autoridades judiciales
garantizar los derechos del detenido, lo que implica la obtención y el aseguramiento de toda prueba
que pueda acreditar los actos de tortura alegados; de ahí que el Estado debe garantizar la
independencia del personal médico y de salud encargado de examinar y prestar asistencia a los
detenidos, de forma que puedan practicar libremente las evaluaciones médicas necesarias,
respetando las normas establecidas en la práctica de su profesión. Así, cuando una persona alega
dentro del proceso que su declaración o confesión ha sido obtenida mediante coacción, los Estados
tienen la obligación de verificar, en primer lugar, la veracidad de dicha denuncia, a través de una
investigación llevada a cabo con la debida diligencia, para lo cual, la regla de exclusión de pruebas
obtenidas bajo coacción (incluyendo tortura y tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes),
constituye un medio necesario para desincentivar el uso de cualquier modalidad de coacción, donde
la carga de la prueba de este tipo de hechos recae en el Estado, por lo que no es válido argumentar
que el denunciante no probó plenamente su denuncia para descartarla, sino que será el Estado
quien deba demostrar que la confesión fue voluntaria.
  
  
Amparo directo en revisión 90/2014. 2 de abril de 2014. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar
Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz
Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas, quien formuló voto concurrente, y Jorge Mario
Pardo Rebolledo. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Nínive Ileana Penagos
Robles.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 20 de febrero de 2015 a las 09:30 horas en el Semanario Judicial de
la Federación.

Instancia: Primera Sala Décima Época Materia(s): Constitucional,
Penal

Tesis: 1a. LVII/2015 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial
de la Federación.

Tipo: Aislada

Semanario Judicial de la Federación
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ACTOS DE TORTURA. OBLIGACIONES POSITIVAS ADJETIVAS QUE DEBE CUMPLIR EL
ESTADO MEXICANO.
  
  
Respecto del deber del Estado Mexicano de investigar posibles actos de tortura u otros tratos
crueles, inhumanos o degradantes, se desprenden las siguientes obligaciones: (I) la investigación
de dichos actos debe llevarse a cabo de oficio y de forma inmediata; (II) la investigación además,
debe ser imparcial, independiente y minuciosa, con el fin de determinar la naturaleza y origen de las
lesiones advertidas; identificar a los responsables; e iniciar su procesamiento; (III) corresponde a las
autoridades judiciales garantizar los derechos del ofendido, lo que implica obtener y asegurar toda
prueba que pueda acreditar los actos de tortura alegados; (IV) el Estado debe garantizar la
independencia del personal médico y de salud encargado de examinar y prestar asistencia a los
ofendidos, de manera que puedan efectuar libremente las evaluaciones médicas necesarias,
respetando las normas establecidas para la práctica de su profesión; (V) cuando una persona alega
haber sido víctima de un acto de tortura, el Estado debe verificar, en primer lugar, la veracidad de
dicha denuncia a través de una investigación llevada a cabo con la debida diligencia; y, (VI) la carga
de la prueba de este tipo de hechos recae en el Estado, por lo que no es válido que se argumente
que el denunciante no probó plenamente su denuncia para descartarla.
  
  
Varios 1396/2011. 11 de mayo de 2015. Mayoría de ocho votos de los Ministros José Fernando
Franco González Salas, Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó su derecho a formular voto
concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Juan N. Silva Meza, Eduardo Medina Mora I., Olga
Sánchez Cordero de García Villegas, Alberto Pérez Dayán y Luis María Aguilar Morales; votó en
contra José Ramón Cossío Díaz. Ausentes: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Margarita Beatriz Luna
Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Isidro E. Muñoz Acevedo.
 
El Tribunal Pleno, el siete de septiembre en curso, aprobó, con el número XXI/2015 (10a.), la tesis
aislada que antecede. México, Distrito Federal, a siete de septiembre de dos mil quince.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 25 de septiembre de 2015 a las 10:30 horas en el Semanario
Judicial de la Federación.

Instancia: Pleno Décima Época Materia(s): Constitucional,
Penal

Tesis: P. XXI/2015 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial
de la Federación.

Tipo: Aislada

Semanario Judicial de la Federación
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ACTOS DE TORTURA. SU NATURALEZA JURÍDICA.
  
  
De los criterios jurisdiccionales emitidos por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, se advierte
que se está frente a un caso de tortura cuando: (I) la naturaleza del acto consista en afectaciones
físicas o mentales graves; (II) infligidas intencionalmente; y, (III) con un propósito determinado, ya
sea para obtener una confesión o información, para castigar o intimidar, o para cualquier otro fin que
tenga por objeto menoscabar la personalidad o la integridad física y mental de la persona. Al
respecto, debe precisarse que la tortura es una práctica proscrita de forma absoluta en nuestro
sistema normativo y constitucional, es decir, su prohibición es un derecho humano que no admite
excepciones debido a su gravedad y la capacidad de reducir la autonomía de la persona y la
dignidad humana a grados ignominiosos y, por ende, su vigencia no puede alterarse ni siquiera
durante una emergencia que amenace la vida de la Nación. En ese contexto, si el derecho a la
integridad personal comprende, necesariamente, el derecho fundamental e inderogable a no ser
torturado -ni a ser sometido a tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes-, es dable colegir
que la tortura actualiza una categoría especial y de mayor gravedad que impone a los juzgadores
hacer un análisis cuidadoso bajo estándares nacionales e internacionales, tanto en su impacto de
violación de derechos humanos, como de delito.
  
  
Varios 1396/2011. 11 de mayo de 2015. Mayoría de ocho votos de los Ministros José Fernando
Franco González Salas, Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó su derecho a formular voto
concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Juan N. Silva Meza, Eduardo Medina Mora I., Olga
Sánchez Cordero de García Villegas, Alberto Pérez Dayán y Luis María Aguilar Morales; votó en
contra José Ramón Cossío Díaz. Ausentes: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Margarita Beatriz Luna
Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Isidro E. Muñoz Acevedo.
 
El Tribunal Pleno, el siete de septiembre en curso, aprobó, con el número XXII/2015 (10a.), la tesis
aislada que antecede. México, Distrito Federal, a siete de septiembre de dos mil quince.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 25 de septiembre de 2015 a las 10:30 horas en el Semanario
Judicial de la Federación.

Instancia: Pleno Décima Época Materia(s): Constitucional,
Penal

Tesis: P. XXII/2015 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial
de la Federación.

Tipo: Aislada
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TORTURA EN SU VERTIENTE DE VIOLACIÓN SEXUAL. EL ANÁLISIS PROBATORIO RELATIVO
DEBE REALIZARSE CON PERSPECTIVA DE GÉNERO.
  
  
La violencia sexual tiene causas y consecuencias específicas de género, ya que se utiliza como
forma de sometimiento y humillación y método de destrucción de la autonomía de la mujer y que,
inclusive, puede derivar en una forma extrema de discriminación agravada por situaciones de
especial vulnerabilidad, -tales como la pobreza y la niñez-, lo que implica que la víctima sufra una
intersección de discriminaciones. En efecto, la violación sexual constituye una forma paradigmática
de violencia contra las mujeres cuyas consecuencias, incluso, trascienden a su persona. En ese
contexto, los juzgadores deben, oficiosamente, analizar los casos de violencia sexual que se les
presenten, con perspectiva de género, lo que conlleva al reconocimiento de un estándar de
valoración probatoria de especial naturaleza, por lo que deberán: (I) atender a la naturaleza de la
violación sexual, la cual, por sus propias características, requiere medios de prueba distintos de
otras conductas; (II) otorgar un valor preponderante a la información testimonial de la víctima, dada
la secrecía en que regularmente ocurren estas agresiones, lo que limita la existencia de pruebas
gráficas o documentales; (III) evaluar razonablemente las inconsistencias del relato de la víctima, de
conformidad con la naturaleza traumática de los hechos, así como otros factores que pueden
presentarse, tales como obstáculos en la expresión, la intervención de terceros, o el uso de
diferentes idiomas, lenguas o interpretaciones en las traducciones; (IV) tomar en cuenta los
elementos subjetivos de la víctima, entre otros, la edad, la condición social, el grado académico o la
pertenencia a un grupo históricamente desventajado, a fin de establecer la factibilidad del hecho
delictivo y su impacto concreto; y, (V) utilizar adecuadamente las pruebas circunstanciales, las
presunciones y los indicios para extraer conclusiones consistentes.
  
  
Varios 1396/2011. 11 de mayo de 2015. Mayoría de ocho votos de los Ministros José Fernando
Franco González Salas, Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó su derecho a formular voto
concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Juan N. Silva Meza, Eduardo Medina Mora I., Olga
Sánchez Cordero de García Villegas, Alberto Pérez Dayán y Luis María Aguilar Morales; votó en
contra José Ramón Cossío Díaz. Ausentes: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Margarita Beatriz Luna
Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Isidro E. Muñoz Acevedo.
 
El Tribunal Pleno, el siete de septiembre en curso, aprobó, con el número XXIII/2015 (10a.), la tesis
aislada que antecede. México, Distrito Federal, a siete de septiembre de dos mil quince.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 25 de septiembre de 2015 a las 10:30 horas en el Semanario
Judicial de la Federación.

Instancia: Pleno Décima Época Materia(s): Constitucional,
Penal

Tesis: P. XXIII/2015 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial
de la Federación.

Tipo: Aislada
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VIOLACIÓN SEXUAL. CASO EN QUE SE SUBSUME EN UN ACTO DE TORTURA.
  
  
La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha precisado que la violación sexual se subsume
en un acto tortura cuando el maltrato reúne los siguientes elementos: (I) es intencional; (II) causa
severos sufrimientos físicos o mentales; y (III) se comete con determinado fin o propósito. Al
respecto, debe señalarse que, por lo que hace a los severos sufrimientos ejecutados
intencionalmente, la violación sexual constituye una experiencia sumamente traumática que tiene
graves consecuencias y causa gran daño físico y psicológico que deja a la víctima "humillada física
y emocionalmente", situación difícilmente superable por el paso del tiempo, a diferencia de lo que
acontece en otras experiencias traumáticas. Por tanto, se colige que el sufrimiento severo de la
víctima es inherente a la violación sexual, aun cuando no exista evidencia de lesiones o
enfermedades físicas, pues es claro que las víctimas de tales actos también experimentan severos
daños y secuelas tanto psicológicas, como sociales. Finalmente, por lo que hace al tercero de los
requisitos, se desprende que la violación sexual, al igual que la tortura, tienen como objetivos, entre
otros, intimidar, degradar, humillar, castigar o controlar a la persona que la sufre. En el entendido de
que una violación sexual puede constituir tortura aun cuando consista en un solo hecho u ocurra
fuera de instalaciones estatales, toda vez que los elementos objetivos y subjetivos que califican un
acto de tortura no se refieren ni a la acumulación de hechos ni al lugar donde se realiza sino, como
se ha precisado, a la intencionalidad, a la severidad del sufrimiento y a su finalidad.
  
  
Varios 1396/2011. 11 de mayo de 2015. Mayoría de ocho votos de los Ministros José Fernando
Franco González Salas, Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó su derecho a formular voto
concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Juan N. Silva Meza, Eduardo Medina Mora I., Olga
Sánchez Cordero de García Villegas, Alberto Pérez Dayán y Luis María Aguilar Morales; votó en
contra José Ramón Cossío Díaz. Ausentes: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Margarita Beatriz Luna
Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Isidro E. Muñoz Acevedo.
 
El Tribunal Pleno, el siete de septiembre en curso, aprobó, con el número XXIV/2015 (10a.), la tesis
aislada que antecede. México, Distrito Federal, a siete de septiembre de dos mil quince.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 25 de septiembre de 2015 a las 10:30 horas en el Semanario
Judicial de la Federación.

Instancia: Pleno Décima Época Materia(s): Constitucional,
Penal

Tesis: P. XXIV/2015 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial
de la Federación.

Tipo: Aislada

Semanario Judicial de la Federación
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ACTOS DE TORTURA. LA OMISIÓN DEL JUEZ PENAL DE INSTANCIA DE INVESTIGAR LOS
DENUNCIADOS POR EL IMPUTADO, CONSTITUYE UNA VIOLACIÓN A LAS LEYES DEL
PROCEDIMIENTO QUE TRASCIENDE A SU DEFENSA Y AMERITA LA REPOSICIÓN DE ÉSTE.
  
  
Si los gobernados, constitucional y convencionalmente tienen el derecho fundamental a que el
Estado investigue las violaciones a sus derechos humanos, en específico, el derecho a no ser
objeto de tortura, la autoridad judicial, como parte integral del Estado Mexicano, ante la denuncia de
que un gobernado ha sido víctima de aquélla, tiene la obligación de investigarla; lo que se
constituye en una formalidad esencial del procedimiento, al incidir sobre las efectivas posibilidades
de defensa de los gobernados previo al correspondiente acto de autoridad privativo de sus
derechos. Ello, porque al ser la tortura una violación a los derechos humanos de la que pueden
obtenerse datos o elementos de prueba que con posterioridad se utilicen para sustentar una
imputación de carácter penal contra la presunta víctima de la tortura, se advierte una relación entre
la violación a derechos humanos y el debido proceso; lo cual implica que, luego de realizarse la
investigación necesaria para determinar si se actualizó o no la tortura, de obtenerse un resultado
positivo, la autoridad que tenga a cargo resolver la situación jurídica de la víctima de violación a
derechos humanos, estará obligada a realizar un estudio escrupuloso de los elementos en que se
sustenta la imputación al tenor de los parámetros constitucionales fijados en relación con las reglas
de exclusión de las pruebas ilícitas. Por tanto, soslayar una denuncia de tortura, sin realizar la
investigación correspondiente, coloca en estado de indefensión a quien la alega, ya que la
circunstancia de no verificar su dicho implica dejar de analizar una eventual ilicitud de las pruebas
con las que se dictará la sentencia. Así, la omisión de la autoridad judicial de investigar una
denuncia de tortura como violación a derechos fundamentales dentro del proceso penal, constituye
una violación a las leyes que rigen el procedimiento, que trasciende a las defensas del quejoso, en
términos de los artículos 173, fracción XXII, de la Ley de Amparo, 1o., párrafo tercero, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como 1, 6, 8 y 10 de la Convención
Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura y, consecuentemente, debe ordenarse la
reposición del procedimiento de primera instancia para realizar la investigación correspondiente y
analizar la denuncia de tortura, únicamente desde el punto de vista de violación de derechos
humanos dentro del proceso penal, a efecto de corroborar si existió o no dicha transgresión para los
efectos probatorios correspondientes al dictar la sentencia.
  
  
Contradicción de tesis 315/2014. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado de Circuito
del Centro Auxiliar de la Novena Región, con residencia en Zacatecas, Zacatecas, y el Quinto
Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con residencia en La Paz,
Baja California Sur. 30 de septiembre de 2015. La votación se dividió en dos partes: mayoría de
cuatro votos por la competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo

Instancia: Primera Sala Décima Época Materia(s): Común, Penal
Tesis: 1a./J. 10/2016 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial

de la Federación.
Tipo: Jurisprudencia
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Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, en cuanto al
fondo. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Héctor Vargas Becerra.
 
Criterios contendientes:
 
El Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Novena Región, en apoyo del
Tribunal Colegiado del Décimo Séptimo Circuito, al resolver el juicio de amparo directo penal
380/2014 (relativo al AD. 169/2014), esencialmente concluyó que la omisión del Juez de investigar
oficiosamente los actos de tortura que aleguen los procesados, no constituye una violación a las
leyes del procedimiento penal que trascienda al resultado del fallo, por virtud de la cual, se justifique
la reposición del proceso, ya que la estimación de que el sentenciado hubiese padecido tortura
únicamente conlleva dos consecuencias: 1) por un lado, la ilicitud de la prueba obtenida; y 2) la
comisión de un delito; por ende, afirmó que de resultar acreditada la tortura, la consecuencia sería
que en la sentencia definitiva se restara eficacia probatoria a la confesión realizada por el justiciable,
o bien, que a las pruebas obtenidas ilícitamente con base en ella, constituya una violación procesal,
ya que ello se traduciría en la paralización del proceso hasta que se resolviera lo conducente en
relación con el tema de la tortura.
 
El Quinto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, en apoyo del
Primer Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito, al resolver el expediente auxiliar 421/2013
(derivado del AD. 298/2013), concluyó que cuando los órganos jurisdiccionales, con motivo de sus
funciones, tomen conocimiento de la manifestación de una persona que señale haber sufrido
tortura, deben tomar medidas a efecto de que las autoridades competentes procedan a su
investigación. Y al margen de las responsabilidades que llegaran a determinarse en sede penal, el
juzgador no sólo debe concretarse a efectuar la denuncia correspondiente ante el Ministerio Público,
sino que también debe actuar de manera pronta, efectiva e imparcial, para garantizar que se realice
un examen por un médico independiente de conformidad con el Protocolo de Estambul y ordenar la
práctica de cualquier probanza necesaria para el esclarecimiento de los hechos, a efecto de que
sean consideradas dentro del juicio; esto, a fin de excluir de la carga de la prueba al imputado.
 
Tesis de jurisprudencia 10/2016 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en
sesión de fecha diez de febrero de dos mil dieciséis.
 
Nota: De la sentencia que recayó al amparo directo 298/2013 (expediente auxiliar 421/2013),
resuelto por el Quinto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región,
derivaron las tesis aisladas XXVI.5o.(V Región) 7 P (10a.) y XXVI.5o.(V Región) 8 P (10a.), de
rubros: "ACTOS DE TORTURA. CUANDO EN EL PROCESO PENAL EL INCULPADO ALEGUE
QUE FUE SOMETIDO A ELLOS Y COACCIONADO PARA DECLARAR, CORRESPONDE AL
JUZGADOR Y NO A AQUÉL, REALIZAR LA DENUNCIA RESPECTIVA, ORDENAR LA PRÁCTICA
DEL EXAMEN MÉDICO Y DE CUALQUIER PRUEBA QUE SIRVA PARA ESCLARECER LOS
HECHOS, A EFECTO DE VALORARLOS EN LA SENTENCIA DEFINITIVA." y "ACTOS DE
TORTURA. LA OMISIÓN DEL JUEZ DE INVESTIGAR OFICIOSAMENTE LOS QUE ALEGUEN
LOS PROCESADOS, CONSTITUYE UNA VIOLACIÓN A LAS LEYES DEL PROCEDIMIENTO QUE
TRASCIENDE AL RESULTADO DEL FALLO, EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 160, FRACCIONES
VIII, XIV Y XVII, DE LA LEY DE AMPARO, VIGENTE HASTA EL 2 DE ABRIL DE 2013.", publicadas
en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XXV, Tomo 3, octubre
de 2013, página 1727 y Libro XXIV, Tomo 3, septiembre de 2013, página 2434, respectivamente. 
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 29 de abril de 2016 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de la
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 02 de mayo de
2016, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.
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ACTOS DE TORTURA. LA REPOSICIÓN DEL PROCEDIMIENTO, CON MOTIVO DE LA
VIOLACIÓN A LAS LEYES QUE LO RIGEN POR LA OMISIÓN DE INVESTIGAR LOS
DENUNCIADOS POR EL IMPUTADO, DEBE ORDENARSE A PARTIR DE LA DILIGENCIA
INMEDIATA ANTERIOR AL AUTO DE CIERRE DE INSTRUCCIÓN.
  
  
La violación al debido proceso, derivada de la omisión de investigar la existencia de actos de
tortura, con motivo de una denuncia o la existencia de indicios concordantes para suponer bajo un
parámetro de probabilidad razonable de que la violación a derechos humanos aconteció, da lugar a
que la vía de reparación óptima sea ordenar la reposición del procedimiento con la finalidad de
realizar la investigación respectiva. Lo anterior, porque sólo será posible determinar el impacto de la
tortura en el proceso penal, una vez que ésta se acredite, como resultado de una investigación
exhaustiva y diligente. Así, la reposición del procedimiento tiene como justificación que se
investiguen los actos de tortura alegados para verificar su existencia, y no por la actualización de
alguna otra violación concreta y constatada al derecho de defensa del imputado; por tanto, no existe
razón para que se afecte todo lo desahogado en el proceso, pues en caso de que la existencia de
actos de tortura no se constate con la investigación, las correspondientes actuaciones y diligencias
subsistirán íntegramente en sus términos; y para el caso de que se acredite su existencia, los
efectos únicamente trascenderán en relación con el material probatorio que en su caso será objeto
de exclusión al dictar la sentencia; de ahí que la reposición del procedimiento deberá realizarse
hasta la diligencia inmediata anterior al auto de cierre de instrucción, tratándose del sistema penal
tradicional.
  
  
Contradicción de tesis 315/2014. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado de Circuito
del Centro Auxiliar de la Novena Región, con residencia en Zacatecas, Zacatecas, y el Quinto
Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con residencia en La Paz,
Baja California Sur. 30 de septiembre de 2015. La votación se dividió en dos partes: mayoría de
cuatro votos por la competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo
Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, en cuanto al
fondo. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Héctor Vargas Becerra.
 
Criterios contendientes:
 
El Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Novena Región, en apoyo del
Tribunal Colegiado del Décimo Séptimo Circuito, al resolver el juicio de amparo directo penal
380/2014 (relativo al AD. 169/2014), esencialmente concluyó que la omisión del Juez de investigar
oficiosamente los actos de tortura que aleguen los procesados, no constituye una violación a las
leyes del procedimiento penal que trascienda al resultado del fallo, por virtud de la cual, se justifique

Instancia: Primera Sala Décima Época Materia(s): Común, Penal
Tesis: 1a./J. 11/2016 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial
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la reposición del proceso, ya que la estimación de que el sentenciado hubiese padecido tortura
únicamente conlleva dos consecuencias: 1) por un lado, la ilicitud de la prueba obtenida; y 2) la
comisión de un delito; por ende, afirmó que de resultar acreditada la tortura, la consecuencia sería
que en la sentencia definitiva se restara eficacia probatoria a la confesión realizada por el justiciable,
o bien, que a las pruebas obtenidas ilícitamente con base en ella, constituya una violación procesal,
ya que ello se traduciría en la paralización del proceso hasta que se resolviera lo conducente en
relación con el tema de la tortura.
 
El Quinto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, en apoyo del
Primer Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito, al resolver el expediente auxiliar 421/2013
(derivado del AD. 298/2013), concluyó que cuando los órganos jurisdiccionales, con motivo de sus
funciones tomen conocimiento de la manifestación de una persona que señale haber sufrido tortura,
deben tomar medidas a efecto de que las autoridades competentes procedan a su investigación. Y
al margen de las responsabilidades que llegaran a determinarse en sede penal, el juzgador no sólo
debe concretarse a efectuar la denuncia correspondiente ante el Ministerio Público, sino que
también debe actuar de manera pronta, efectiva e imparcial, para garantizar que se realice un
examen por un médico independiente de conformidad con el Protocolo de Estambul y ordenar la
práctica de cualquier probanza necesaria para el esclarecimiento de los hechos, a efecto de que
sean consideradas dentro del juicio; esto, a fin de excluir de la carga de la prueba al imputado.
 
Tesis de jurisprudencia 11/2016 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en
sesión de fecha diez de febrero de dos mil dieciséis.
 
Nota: De la sentencia que recayó al amparo directo 298/2013 (expediente auxiliar 421/2013),
resuelto por el Quinto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región,
derivaron las tesis aisladas XXVI.5o.(V Región) 7 P (10a.) y XXVI.5o.(V Región) 8 P (10a.), de
rubros: "ACTOS DE TORTURA. CUANDO EN EL PROCESO PENAL EL INCULPADO ALEGUE
QUE FUE SOMETIDO A ELLOS Y COACCIONADO PARA DECLARAR, CORRESPONDE AL
JUZGADOR Y NO A AQUÉL, REALIZAR LA DENUNCIA RESPECTIVA, ORDENAR LA PRÁCTICA
DEL EXAMEN MÉDICO Y DE CUALQUIER PRUEBA QUE SIRVA PARA ESCLARECER LOS
HECHOS, A EFECTO DE VALORARLOS EN LA SENTENCIA DEFINITIVA." y "ACTOS DE
TORTURA. LA OMISIÓN DEL JUEZ DE INVESTIGAR OFICIOSAMENTE LOS QUE ALEGUEN
LOS PROCESADOS, CONSTITUYE UNA VIOLACIÓN A LAS LEYES DEL PROCEDIMIENTO QUE
TRASCIENDE AL RESULTADO DEL FALLO, EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 160, FRACCIONES
VIII, XIV Y XVII, DE LA LEY DE AMPARO, VIGENTE HASTA EL 2 DE ABRIL DE 2013.", publicadas
en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XXV, Tomo 3, octubre
de 2013, página 1727 y Libro XXIV, Tomo 3, septiembre de 2013, página 2434, respectivamente. 
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 29 de abril de 2016 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de la
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 02 de mayo de
2016, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.
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TORTURA. ES INNECESARIO REPONER EL PROCEDIMIENTO CUANDO NO EXISTA
CONFESIÓN DE LOS HECHOS IMPUTADOS O CUALQUIER ACTO QUE CONLLEVE
AUTOINCRIMINACIÓN DEL INCULPADO.
  
  
En el criterio emitido por esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la
jurisprudencia 1a./J. 10/2016 (10a.), (1) de rubro: "ACTOS DE TORTURA. LA OMISIÓN DEL JUEZ
PENAL DE INSTANCIA DE INVESTIGAR LOS DENUNCIADOS POR EL IMPUTADO,
CONSTITUYE UNA VIOLACIÓN A LAS LEYES DEL PROCEDIMIENTO QUE TRASCIENDE A SU
DEFENSA Y AMERITA LA REPOSICIÓN DE ÉSTE.", se establece que la omisión de la autoridad
judicial de investigar una denuncia de tortura como violación a derechos fundamentales con
repercusión en el proceso penal, constituye una violación a las leyes que rigen el procedimiento,
que trasciende a las defensas del quejoso en términos de los artículos 173, fracción XXII, de la Ley
de Amparo, 1o., párrafo tercero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así
como 1, 6, 8 y 10 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura y,
consecuentemente, debe ordenarse la reposición del procedimiento de primera instancia para
realizar la investigación correspondiente y analizar la denuncia de tortura, únicamente desde el
punto de vista de violación de derechos humanos dentro del proceso penal, a efecto de corroborar
si existió o no dicha transgresión para los fines probatorios correspondientes al dictar la sentencia.
No obstante, en aquellos casos en que no exista confesión o algún otro acto que implique
autoincriminación como consecuencia de los actos de tortura alegados, no resulta procedente
ordenar la reposición del procedimiento de conformidad con la jurisprudencia antes citada, pues en
esos supuestos la violación a derechos humanos derivada de la tortura carece de trascendencia en
el proceso penal por no haber impacto; sin embargo, fuera de esos supuestos de excepción, deberá
procederse como se describe en el criterio jurisprudencial de referencia. Es decir, que la
jurisprudencia a que se alude tendrá aplicación siempre que se trate de asuntos en los que, como
consecuencia de la tortura, se haya verificado la confesión o cualquier manifestación incriminatoria
del inculpado, porque en tal caso, la autoridad jurisdiccional estará obligada a realizar una
investigación a fin de determinar si se actualizó o no la tortura y, de corroborarse ésta, deberá
ceñirse a los parámetros constitucionales fijados en relación con las reglas de exclusión de las
pruebas ilícitas, esto es, que de no acreditarse el señalado supuesto de excepción, el citado criterio
jurisprudencial operará en sus términos.
  
  
Amparo directo en revisión 6564/2015. 18 de mayo de 2016. Mayoría de tres votos de los Ministros
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz y Jorge Mario Pardo Rebolledo.
Disidentes: Norma Lucía Piña Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien reservó su derecho
para formular voto particular. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Alfonso Francisco
Trenado Ríos.
 

Instancia: Primera Sala Décima Época Materia(s): Penal
Tesis: 1a. CCV/2016 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial

de la Federación.
Tipo: Aislada
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Nota: Sobre el tema tratado en esta tesis, la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la
Nación emitió la jurisprudencia 1a./J. 101/2017 (10a.), publicada en el Semanario Judicial de la
Federación del viernes 24 de noviembre de 2017 a las 10:35 horas y en la Gaceta del Semanario
Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 48, Tomo I, noviembre de 2017, página 323, de
título y subtítulo: "TORTURA. ES INNECESARIO REPONER EL PROCEDIMIENTO CUANDO NO
EXISTA CONFESIÓN DE LOS HECHOS IMPUTADOS O CUALQUIER ACTO QUE CONLLEVE
AUTOINCRIMINACIÓN DEL INCULPADO."
 
 
 
 
__________________
1. La tesis jurisprudencial 1a./J. 10/2016 (10a.) citada, aparece publicada en el Semanario Judicial
de la Federación del viernes 29 abril de 2016 a las 10:29 horas y en la Gaceta del Semanario
Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 29, Tomo II, abril de 2016, página 894, registro
digital: 2011521.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 19 de agosto de 2016 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de
la Federación.
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PROCEDIMIENTO ABREVIADO. IMPOSIBILIDAD DE ANALIZAR LOS TEMAS DE TORTURA E
INCOMUNICACIÓN RESPECTO AL ORIGEN DE LOS DATOS DE PRUEBA EN EL JUICIO DE
AMPARO DIRECTO PROMOVIDO CONTRA LA SENTENCIA DEFINITIVA DERIVADA DE AQUÉL.
  
  
El procedimiento abreviado es una terminación anticipada del procedimiento que se basa en la
aceptación del imputado a ser sentenciado de los hechos y medios de convicción que obran en la
carpeta de investigación, para que en el caso de dictar fallo condenatorio el inculpado se haga
acreedor del beneficio de la reducción de la pena. Por lo anterior, los alegatos relativos a que los
datos de prueba fueron obtenidos mediante tortura e incomunicación no pueden ser atendidos en
amparo directo, en tanto no reflejan un impacto procesal, pues en el procedimiento abreviado no se
examinan pruebas y éstas tampoco son el fundamento de la sentencia. Lo que ha tenido efectivo
impacto procesal ha sido, en todo caso, la propia aceptación del imputado de ser juzgado con los
hechos y medios de convicción tal como obran en la carpeta de investigación, por lo que una vez
que se ha aceptado el procedimiento abreviado de forma libre, voluntaria e informada, esto es, sin
coerción o tortura para su aceptación, tales aspectos se sustraen del debate contradictorio que es
inherente al juicio oral, para formar parte de un acuerdo que, una vez superada la fase de
verificación de requisitos prevista normativamente, es vinculante para el propio juzgador en lo que
respecta a la calificación jurídica y penas impuestas.
  
  
Amparo directo en revisión 6389/2015. Luis Roberto Peñaloza Ríos. 30 de noviembre de 2016.
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario
Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su
derecho para formular voto concurrente, relacionado con el límite del análisis realizado en el recurso
de revisión. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Ana Marcela Zatarain Barrett.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 21 de abril de 2017 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la
Federación.

Instancia: Primera Sala Décima Época Materia(s): Común, Penal
Tesis: 1a. XLV/2017 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial

de la Federación.
Tipo: Aislada
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INMEDIATEZ PROCESAL. PRINCIPIOS QUE CONDICIONAN SU APLICACIÓN CUANDO EL
INCULPADO SE RETRACTA DE UNA CONFESIÓN MINISTERIAL ALEGANDO QUE ÉSTA FUE
OBTENIDA MEDIANTE ACTOS DE TORTURA.
  
  
Conforme  al  principio de presunción de inocencia y en razón de  la prohibición absoluta de actos
de tortura, cuando una persona controvierte la validez de una confesión ministerial y alega que
aceptó su responsabilidad debido a que fue torturada, los órganos jurisdiccionales deben analizar y
ponderar rigurosamente esa retractación. Así, el principio de inmediatez procesal -según el cual es
posible atribuir un mayor grado de verosimilitud a las primeras declaraciones- de ningún modo debe
entenderse en el sentido de que implica una autorización para tomar en cuenta sólo aquello que
perjudica al inculpado o para dogmáticamente negar valor probatorio a una declaración,
argumentando que la misma se produjo cuando ya había transcurrido tiempo desde la comisión de
los hechos imputados y que, por tanto, el inculpado ya había contado con tiempo para preparar su
defensa. El principio de inmediatez procesal no puede servir como un mecanismo que
ultimadamente permita negar  todo  valor  a lo que una persona declara frente a un juez, quien
actúa como tercero imparcial e independiente durante el proceso penal, y de quien se espera que,
con toda objetividad, sea un especial garante de los derechos de todo inculpado. Así, aquello que la
persona inculpada dice ante un juez debe ser tomado en cuenta con toda seriedad. Para llegar a la
convicción de que ese dicho está debidamente refutado por el resto del material probatorio, se
necesita argumentación y motivación. Por ello, el principio de inmediatez procesal de ninguna
manera puede entenderse en el sentido de que exime al juzgador de explicar sus convicciones
razonadamente. Como sostuvo la Primera Sala al emitir la tesis aislada 1a. CCLXXXVIII/2013
(10a.), (1) de rubro: "PRUEBA TESTIMONIAL. EL PRINCIPIO DE INMEDIATEZ ES APLICABLE
SIN IMPORTAR LA CATEGORÍA EN LA CUAL SE PRETENDA CLASIFICAR AL TESTIGO.", este
principio no debe concebirse como una regla estricta o que no admita solución en contrario. No es
absoluto ni inderrotable. Tampoco debe entenderse en el sentido de que prohíbe lo que en
ocasiones es llamado, con una connotación negativa, como "aleccionamiento". El derecho a la
defensa adecuada y el principio de presunción de inocencia no sólo permiten que la persona sea
instruida y asesorada en su defensa jurídica, sino que obligan al Estado a respetar y a garantizar su
ejercicio. Si aleccionar a una persona significa otorgarle la oportunidad para generar una versión
exculpatoria, de acuerdo con la defensa jurídica que su abogado proponga, entonces la persona no
sólo goza de la posibilidad de ser aleccionada sino que es su derecho. Y su ejercicio de ningún
modo puede traducirse en una consecuencia negativa o permitir una inferencia sobre su
culpabilidad. Esta forma de entender el concepto "aleccionamiento" ha perdido toda vigencia en un
sistema donde, como en el nuestro, el derecho a la defensa adecuada es una condición sin la cual
es imposible hablar de procesos penales legítimos. De acuerdo con las exigencias de un modelo
penal de corte democrático, la posibilidad de que una persona pueda defenderse frente a la
acusación penal no se traduce en impunidad si el Ministerio Público, asumiendo la carga que le
corresponde, aporta los medios probatorios idóneos para refutar la versión de defensa del

Instancia: Primera Sala Décima Época Materia(s): Constitucional,
Penal

Tesis: 1a. LVI/2017 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial
de la Federación.

Tipo: Aislada

Semanario Judicial de la Federación

Pág. 23 de 55 Fecha de impresión 18/04/2023



inculpado. En conclusión, no sólo es posible para el juez cuestionar el  material probatorio y derrotar
la lógica subyacente al principio de inmediatez procesal, sino que es su obligación. No existe valor
en la inmediatez si el inculpado emitió la declaración en cuestión con el fin de negociar la posibilidad
de que cesara su tormento.
  
  
Amparo directo en revisión 913/2015. 28 de octubre de 2015. Cinco votos de los Ministros Arturo
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho para formular voto
concurrente en el que se aparta del criterio contenido en la presente tesis, Jorge Mario Pardo
Rebolledo, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Olga Sánchez Cordero de
García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria:
Patricia del Arenal Urueta.
 
 
 
 
 
 
__________________
1. La tesis aislada 1a. CCLXXXVIII/2013 (10a.) citada, aparece publicada en el Semanario Judicial
de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XXV, Tomo 2, octubre de 2013, página 1060. 
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 26 de mayo de 2017 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de
la Federación.
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TORTURA. ES INNECESARIO REPONER EL PROCEDIMIENTO CUANDO NO EXISTA
CONFESIÓN DE LOS HECHOS IMPUTADOS O CUALQUIER ACTO QUE CONLLEVE
AUTOINCRIMINACIÓN DEL INCULPADO.
  
  
En el criterio emitido por esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la
jurisprudencia 1a./J. 10/2016 (10a.), (1) de rubro: "ACTOS DE TORTURA. LA OMISIÓN DEL JUEZ
PENAL DE INSTANCIA DE INVESTIGAR LOS DENUNCIADOS POR EL IMPUTADO,
CONSTITUYE UNA VIOLACIÓN A LAS LEYES DEL PROCEDIMIENTO QUE TRASCIENDE A SU
DEFENSA Y AMERITA LA REPOSICIÓN DE ÉSTE.", se establece que la omisión de la autoridad
judicial de investigar una denuncia de tortura como violación a derechos fundamentales con
repercusión en el proceso penal, constituye una violación a las leyes que rigen el procedimiento,
que trasciende a las defensas del quejoso en términos de los artículos 173, fracción XXII, de la Ley
de Amparo, 1o., párrafo tercero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así
como 1, 6, 8 y 10 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura y,
consecuentemente, debe ordenarse la reposición del procedimiento de primera instancia para
realizar la investigación correspondiente y analizar la denuncia de tortura, únicamente desde el
punto de vista de violación de derechos humanos dentro del proceso penal, a efecto de corroborar
si existió o no dicha transgresión para los fines probatorios correspondientes al dictar la sentencia.
No obstante, en aquellos casos en que no exista confesión o algún otro acto que implique
autoincriminación como consecuencia de los actos de tortura alegados, no resulta procedente
ordenar la reposición del procedimiento de conformidad con la jurisprudencia antes citada, pues en
esos supuestos la violación a derechos humanos derivada de la tortura carece de trascendencia en
el proceso penal por no haber impacto; sin embargo, fuera de esos supuestos de excepción, deberá
procederse como se describe en el criterio jurisprudencial de referencia. Es decir, que la
jurisprudencia a que se alude tendrá aplicación siempre que se trate de asuntos en los que, como
consecuencia de la tortura, se haya verificado la confesión o cualquier manifestación incriminatoria
del inculpado, porque en tal caso, la autoridad jurisdiccional estará obligada a realizar una
investigación a fin de determinar si se actualizó o no la tortura y, de corroborarse ésta, deberá
ceñirse a los parámetros constitucionales fijados en relación con las reglas de exclusión de las
pruebas ilícitas, esto es, que de no acreditarse el señalado supuesto de excepción, el citado criterio
jurisprudencial operará en sus términos.
  
  
Amparo directo en revisión 6160/2016. Cristian Isaid Berrios Nieto. 31 de mayo de 2017. Mayoría de
cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario
Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente y Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su
derecho para formular voto aclaratorio relacionado con la procedencia del recurso. Disidente:
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Rosalba Rodríguez
Mireles.

Instancia: Primera Sala Décima Época Materia(s): Penal
Tesis: 1a./J. 101/2017 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial
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Tipo: Jurisprudencia

Semanario Judicial de la Federación

Pág. 25 de 55 Fecha de impresión 18/04/2023



 
Amparo directo en revisión 5391/2015. Roberto Ornelas López. 14 de junio de 2017. Mayoría de
cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario
Pardo Rebolledo y Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto
aclaratorio relacionado con la procedencia del recurso. Disidente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena.
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Rosalba Rodríguez Mireles.
 
Amparo directo en revisión 6295/2015. 14 de junio de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez
Ortiz Mena, quien reservó su derecho para formular voto concurrente y Norma Lucía Piña
Hernández, quien reservó su derecho para formular voto aclaratorio relacionado con la procedencia
del recurso. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Héctor Vargas Becerra.
 
Amparo directo en revisión 6086/2016. Franklin Cortez León. 21 de junio de 2017. Mayoría de
cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien
reservó su derecho para formular voto aclaratorio, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Norma Lucía Piña
Hernández, quien reservó su derecho para formular voto aclaratorio relacionado con la procedencia
del recurso. Disidente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea.
Secretaria: Carmina Cortés Rodríguez.
 
Amparo directo en revisión 7372/2016. 28 de junio de 2017. Mayoría de cuatro votos de los
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y
Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto aclaratorio relacionado
con la procedencia del recurso. Disidente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Arturo Zaldívar
Lelo de Larrea. Secretaria: Carmina Cortés Rodríguez.
 
Nota: El presente criterio derivó originalmente del amparo directo en revisión 6564/2015, de la
ponencia del Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo, fallado el 18 de mayo de 2016, por mayoría de
tres votos, por lo que no constituye un precedente idóneo para la integración de jurisprudencia por
reiteración.
 
Tesis de jurisprudencia 101/2017 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en
sesión de quince de noviembre de dos mil diecisiete.
 
Nota: De la sentencia que recayó al amparo directo en revisión 6564/2015, resuelto por la Primera
Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, derivó la tesis aislada 1a. CCV/2016 (10a.), de
título y subtítulo: "TORTURA. ES INNECESARIO REPONER EL PROCEDIMIENTO CUANDO NO
EXISTA CONFESIÓN DE LOS HECHOS IMPUTADOS O CUALQUIER ACTO QUE CONLLEVE
AUTOINCRIMINACIÓN DEL INCULPADO.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación
del viernes 19 de agosto de 2016 a las 10:27 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la
Federación, Décima Época, Libro 33, Tomo II, agosto de 2016, página 789.
 
 
 
 
 
___________________
1. La tesis jurisprudencial 1a./J. 10/2016 (10a.) citada, aparece publicada en el Semanario Judicial
de la Federación del viernes 29 de abril de 2016 a las 10:29 horas y en la Gaceta del Semanario
Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 29, Tomo II, abril de 2016, página 894, registro
digital: 2011521.  
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Esta tesis se publicó el viernes 24 de noviembre de 2017 a las 10:35 horas en el Semanario Judicial
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 27 de
noviembre de 2017, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario
19/2013.
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TORTURA. LA IMPOSIBILIDAD DE INVESTIGAR SU COMISIÓN DENTRO DEL PROCESO
PENAL, GENERADA POR LA NEGATIVA DEL DENUNCIANTE DE PRACTICARSE LOS
EXÁMENES NECESARIOS, CUANDO ÉSTOS RESULTEN ESENCIALES Y NO EXISTAN OTROS
ELEMENTOS PARA COMPROBARLA, DEJA SIN EFECTO LA DENUNCIA QUE SE HIZO PARA
TALES EFECTOS EN EL JUICIO DE AMPARO.
  
  
El Estado Mexicano debe investigar posibles actos de tortura u otros tratos crueles, inhumanos o
degradantes, lo cual implica que debe tomar medidas efectivas para prevenir y sancionar la tortura
en el ámbito de su jurisdicción. Con base en lo anterior, el alegato de la comisión de un acto de
tortura dentro de un proceso penal, tendrá como efecto la realización de una investigación que
permita determinar su existencia y sancionar a los responsables, lo que genera consecuencias
dentro del mismo proceso por violaciones a derechos humanos y la apertura de una investigación
criminal por la comisión del delito de tortura, lo que significa que la denuncia de actos de tortura, por
sí misma, no lleva a terminar con el proceso penal del que sea parte la persona que alega haberla
sufrido, sino a investigar los hechos y sancionar a los responsables, para lo cual deberá generarse
un registro fiable, preciso y detallado de los acontecimientos, que tome en cuenta la situación
personal y la condición médico-psicológica del individuo. En ese sentido, la falta de exámenes
médicos y psicológicos o de otra índole a la víctima, cuando resulten esenciales para determinar la
actualización de actos de tortura, genera impunidad, pues impide conocer su existencia y, por ende,
su investigación y persecución. Así, la negativa del quejoso a practicarse los exámenes mandatados
por el juzgador de amparo, suprime la posibilidad de constatar la actualización de actos de tortura,
debido a que no es posible para la autoridad judicial determinar su existencia. Por tanto, la
oposición del denunciante a examinarse, cuando las evaluaciones resultan esenciales para
determinar la existencia de tortura tiene como consecuencia, para efectos del proceso penal, la
ausencia de acreditación de esta última, de manera que queda sin efecto la reposición procesal
ordenada por el juzgador de amparo.
  
  
Incidente de inejecución de sentencia 290/2016. Raúl de los Santos Sánchez. 6 de junio de 2017.
Unanimidad de once votos en relación con el sentido de la resolución; mayoría de siete votos de los
Ministros Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco González Salas, Jorge Mario Pardo
Rebolledo, Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, Alberto Pérez Dayán y Luis María
Aguilar Morales respecto de las consideraciones contenidas en esta tesis; votaron en contra: Alfredo
Gutiérrez Ortiz Mena, José Ramón Cossío Díaz, Arturo Zaldívar Lelo de Larrea y Norma Lucía Piña
Hernández. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Etienne Maximilien Alexandre Luquet
Farías.
 
El Tribunal Pleno, el nueve de abril en curso, aprobó, con el número II/2018 (10a.), la tesis aislada
que antecede. Ciudad de México, a nueve de abril de dos mil dieciocho.

Instancia: Pleno Décima Época Materia(s): Común, Penal
Tesis: P. II/2018 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial
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Esta tesis se publicó el viernes 20 de abril de 2018 a las 10:24 horas en el Semanario Judicial de la
Federación.
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TORTURA. MECANISMOS PARA PROBARLA DENTRO DEL PROCESO PENAL EN EL QUE SE
DENUNCIA.
  
  
La tortura constituye una violación grave a los derechos humanos que debe probarse por las vías
legales idóneas para aclarar los hechos, identificar a los responsables, facilitar su procesamiento y
obtener reparación para las víctimas. No obstante, al no poder presumirse la actualización de la
tortura, es necesaria la práctica de exámenes para acreditarla; sin embargo, no existen criterios
unificados a nivel nacional e internacional sobre cómo probar la tortura, ni una certificación para
médicos y psicólogos sobre el tema, pero existen diversos instrumentos internacionales que fungen
como herramienta para atender potenciales casos de tortura, entre los que se encuentra el Manual
para la investigación y documentación eficaces de la tortura y otros tratos o penas crueles,
inhumanos o degradantes, conocido coloquialmente como Protocolo de Estambul, en el que se
recogen parámetros mínimos de examen que pueden ser modulados en cada país, en atención a
las particularidades de cada sistema legal y a los recursos técnicos y económicos disponibles. En
este sentido, el Protocolo referido constituye una de las vías mediante las cuales puede
comprobarse la existencia de tortura, sin que obste la posibilidad de realizar otros exámenes o
pruebas que permitan, en su caso, sancionar a los responsables, tales como la mecánica de hechos
y de lesiones que resultan de suma importancia, ya que permiten lograr la obtención de información
útil a la vez que disminuyen el riesgo de revictimizar a la persona que alega haber sufrido la tortura.
  
  
Incidente de inejecución de sentencia 290/2016. Raúl de los Santos Sánchez. 6 de junio de 2017.
Unanimidad de once votos en relación con el sentido de la resolución; mayoría de siete votos de los
Ministros Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco González Salas, Jorge Mario Pardo
Rebolledo, Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, Alberto Pérez Dayán y Luis María
Aguilar Morales respecto de las consideraciones contenidas en esta tesis; votaron en contra: Alfredo
Gutiérrez Ortiz Mena, José Ramón Cossío Díaz, Arturo Zaldívar Lelo de Larrea y Norma Lucía Piña
Hernández. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Etienne Maximilien Alexandre Luquet
Farías.
 
El Tribunal Pleno, el nueve de abril en curso, aprobó, con el número I/2018 (10a.), la tesis aislada
que antecede. Ciudad de México, a nueve de abril de dos mil dieciocho.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 20 de abril de 2018 a las 10:24 horas en el Semanario Judicial de la
Federación.

Instancia: Pleno Décima Época Materia(s): Constitucional,
Penal

Tesis: P. I/2018 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial
de la Federación.
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ACTOS DE TORTURA RECLAMADOS DE MANERA AUTÓNOMA. OBLIGACIONES DE LOS
JUECES DE AMPARO.
  
  
Si bien el desarrollo de los precedentes legales sobre tortura de esta Primera Sala se han
circunscrito de manera preponderante en el marco de los procesos penales y el impacto de la
tortura en las confesiones o elementos autoincriminatorios; lo cierto es que la propia Convención
Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura entiende que la finalidad de la tortura no es
sólo con propósitos de investigación criminal, sino como medio intimidatorio, castigo personal y
medida preventiva, entre otros. Así, al tener como acto reclamado de manera autónoma los actos
de tortura, los jueces de amparo se encuentran obligados a investigar dichas alegaciones
allegándose de todos los elementos necesarios para poder determinar si se tiene por acreditada la
misma. Primeramente, deberá solicitar la ampliación de los informes justificados de las autoridades
responsables a las que se les haya atribuido el acto reclamado consistente en violencia física o
moral y tortura, cuando las autoridades hayan negado los actos reclamados de manera genérica sin
hacer pronunciamiento específico en cuanto al acto materia de análisis. Lo anterior tiene la finalidad
de no dejar en estado de indefensión a la solicitante del amparo y crear certeza jurídica. Enseguida,
tomando en consideración lo que señalen las autoridades responsables en sus informes con
justificación, el juez deberá allegarse de todos los elementos –bitácoras, exámenes médicos y
psicológicos con base en el Protocolo de Estambul, copia de la averiguación previa, entre otros–
para analizar el alegato de tortura como acto reclamado, sin que sea suficiente la simple negativa
de las autoridades, el cual debe ser analizado tomando en especial consideración la entidad de la
tortura y en su caso con un enfoque diferenciado y con perspectiva de género. En este sentido, se
deberán revisar las constancias y determinar si existe base razonable para tener por acreditada la
tortura. Para ello se deberá tomar en consideración la inversión de la carga de la prueba y el
estándar atenuado para acreditarse como violación a la integridad personal, según el cual bastarán
indicios que permitan sostener razonablemente que la hubo, aun cuando no se sepa la identidad del
o los torturadores.
  
  
Amparo en revisión 256/2015. 3 de octubre de 2018. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo
Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, José Ramón
Cossío Díaz, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena
y Norma Lucía Piña Hernández, quien indicó estar con el sentido, con salvedad en consideraciones.
Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para formular voto particular.
Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Jesús Rojas Ibáñez.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 07 de diciembre de 2018 a las 10:19  horas  en el Semanario
Judicial de la Federación.

Instancia: Primera Sala Décima Época Materia(s): Común
Tesis: 1a. CCCXXVI/2018 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial

de la Federación.
Tipo: Aislada
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ACTOS DE TORTURA RECLAMADOS DE MANERA AUTÓNOMA. EFECTOS DE LA CONCESIÓN
DE AMPARO.
  
  
Si una vez realizado el análisis sobre tortura como acto reclamado de manera destacada, el juez
considera que existen elementos para conceder el amparo, deberá determinar los efectos de su
concesión atendiendo a los hallazgos de su investigación y a los impactos que esa tortura haya
tenido en distintos ámbitos. Un primer efecto sería, entre otras cuestiones, que la parte quejosa
pueda tener acceso adecuado a un proceso justo, libre de intimidación, así como a la búsqueda de
información necesaria para poder hacer frente a la justicia y a diversos actos procesales, judiciales,
administrativos o ministeriales que pudiesen estar relacionados con el acto reclamado y servir como
prueba en el caso que se le inicie un proceso o esté en curso. Además, los efectos deberán ser
precisados por la autoridad de amparo dependiendo de las circunstancias concretas en que los
considere probados y determinar las medidas reparatorias relacionadas con el lo.
Independientemente de lo anterior, el juez debe dar vista al Ministerio Público para que realice las
investigaciones pertinentes en relación con el alegato de tortura en su vertiente de delito.
  
  
Amparo en revisión 256/2015. 3 de octubre de 2018. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo
Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, José Ramón
Cossío Díaz, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena
y Norma Lucía Piña Hernández, quien indicó estar con el sentido, con salvedad en consideraciones.
Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para formular voto particular.
Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Jesús Rojas Ibáñez.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 07 de diciembre de 2018 a las 10:19  horas  en el Semanario
Judicial de la Federación.

Instancia: Primera Sala Décima Época Materia(s): Común
Tesis: 1a. CCCXXVII/2018 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial
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CAMBIO DE SITUACIÓN JURÍDICA. NO SE ACTUALIZA ESTA CAUSA DE IMPROCEDENCIA,
CUANDO EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO SE RECLAMAN DE MANERA AUTÓNOMA Y
DESTACADA ACTOS DE TORTURA, EN EL CONTEXTO DE UN PROCEDIMIENTO PENAL (LEY
DE AMPARO ABROGADA).
  
  
La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha señalado en diversos precedentes que esta causa de
improcedencia opera cuando en el juicio de amparo se reclama un acto de autoridad de naturaleza
procesal, emitido dentro de un procedimiento judicial o uno administrativo seguido en forma de
juicio, respecto del cual no es posible decidir sobre su constitucionalidad sin afectar el estado de
cosas provocado por un acto nuevo y posterior, también procesal, que sustituye como rector de la
situación jurídica del quejoso, al inicialmente reclamado. Ahora bien, cuando en el juicio de amparo
indirecto se reclaman actos de tortura de manera autónoma y destacada, en el contexto de un
procedimiento penal, no opera la causa de improcedencia prevista en el artículo 73, fracción X, de la
Ley de Amparo abrogada, porque éstos no pueden ser considerados actos del procedimiento
susceptibles de provocar una determinada situación jurídica para el quejoso, que pueda ser
substituida por la que eventualmente genere un acto procesal posterior, pues los actos de tortura
son autónomos del procedimiento, aunque pueden impactar en éste. Además, la tortura es un acto
violatorio de derechos fundamentales, que si bien es autónomo del procedimiento penal, sus efectos
permean a la totalidad del mismo, siempre que se usen, o puedan usarse, pruebas obtenidas de
aquélla. Por tanto, mientras no haya resolución firme y definitiva que dé por concluido el
procedimiento penal y subsista la posibilidad de que las pruebas ilícitas obtenidas de la tortura se
usen en perjuicio de la víctima, los efectos de la tortura no pueden estimarse consumados de modo
irreparable.
  
  
Amparo en revisión 1369/2015. 6 de diciembre de 2017. Unanimidad de cuatro votos de los
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó su derecho para formular voto concurrente,
Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente,  Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y
Norma Lucía Piña Hernández.  Ausente: José Ramón Cossío Díaz. Ponente: Norma Lucía Piña
Hernández.   Secretario: Alejandro González Piña.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 07 de diciembre de 2018 a las 10:19  horas  en el Semanario
Judicial de la Federación.

Instancia: Primera Sala Décima Época Materia(s): Común, Penal
Tesis: 1a. CCXI/2018 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial

de la Federación.
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PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN PENAL. ES INADMISIBLE E INAPLICABLE TRATÁNDOSE DEL
DELITO DE TORTURA, POR CONSTITUIR UNA VIOLACIÓN DIRECTA DE LA DIGNIDAD
HUMANA. 
  
  
La prohibición de la tortura constituye una norma imperativa e inderogable del derecho internacional
público. Uno de los elementos que contribuyó a la consolidación de esta prohibición con el carácter
de absoluta, fue el hecho de que la tortura constituye una ofensa directa a la dignidad humana,
razón por la que se le considera una de las más graves violaciones de derechos humanos. Esta
condición es la que ha llevado a la Primera Sala a sostener que existe una obligación especial de
analizar los casos de tortura bajo los estándares nacionales e internacionales. A su vez, la Corte
Interamericana de Derechos Humanos ha sostenido desde su sentencia en el caso Barrios Altos vs.
Perú, que en casos de graves violaciones de derechos humanos, como lo es la tortura, los Estados
deben abstenerse de recurrir a figuras como la prescripción, a fin de cumplir con sus obligaciones
de investigar y sancionar este tipo de acciones. A la luz de lo anterior y en términos de la
jurisprudencia P./J. 21/2014 (10a.), debe concluirse que a pesar de que la prescripción en materia
penal es una garantía que debe ser observada para todo imputado de un delito, en aras de no
permitir que graves violaciones de derechos humanos gocen de condiciones de impunidad, es
inadmisible e inaplicable respecto de la acción penal por el delito de tortura, con independencia del
momento en que se alegue que se haya cometido ese delito.
  
  
Amparo en revisión 257/2018. 3 de octubre de 2018. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña
Hernández, quien indicó que está con el sentido, pero con salvedad en las consideraciones.
Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Víctor
Manuel Rocha Mercado.
 
Nota: La citada jurisprudencia P./J. 21/2014 (10a.), de título y subtítulo: "JURISPRUDENCIA
EMITIDA POR LA CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. ES VINCULANTE
PARA LOS JUECES MEXICANOS SIEMPRE QUE SEA MÁS FAVORABLE A LA PERSONA.", se
publicó en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 5, Tomo I, abril
de 2014, página 204, con número de registro digital: 2006225 y en el Semanario Judicial de la
Federación del viernes 25 de abril de 2014 a las 9:32 horas.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 08 de febrero de 2019 a las 10:10  horas  en el Semanario Judicial
de la Federación.

Instancia: Primera Sala Décima Época Materia(s): Constitucional,
Penal

Tesis: 1a. I/2019 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial
de la Federación.
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PRUEBAS EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. LAS QUE SE OFREZCAN PARA
DEMOSTRAR UN POSIBLE ACTO DE TORTURA DEBEN ADMITIRSE Y NO DESECHARSE DE
PLANO POR FALTA DE IDONEIDAD (INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 75 DE LA LEY DE
AMPARO).
  
  
El precepto citado, en su primer párrafo, contiene una regla que brinda equilibrio y seguridad a
todos aquellos sujetos involucrados en el acto de autoridad, pues en el juicio de amparo el acto
debe apreciarse tal y como aparezca probado ante la autoridad responsable, por lo que no se
admitirán ni se tomarán en consideración pruebas que no se hubiesen rendido ante la autoridad
emisora del acto reclamado; en tanto que, en su segundo párrafo, contiene una excepción a esa
regla general, ya que permite que el quejoso ofrezca pruebas cuando no hubiere tenido oportunidad
de hacerlo ante la autoridad responsable, supuesto normativo que debe interpretarse en el sentido
de que esa posibilidad procesal opera solamente cuando no tuvo oportunidad para ofrecerla ante la
responsable. Ahora bien, de conformidad con esta interpretación, en el caso en que el quejoso
ofrezca como pruebas las encaminadas a demostrar la posibilidad de que se ejercerán actos de
tortura en su contra, el juzgador no debe desecharlas de plano, sino acordar de conformidad la
petición de requerir los documentos respectivos y en el momento procesal oportuno evaluar su
"idoneidad" para decidir respecto a la constitucionalidad o la inconstitucionalidad del acto
reclamado. Lo anterior es así, toda vez que esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la
Nación ha establecido, como premisa básica y necesaria, los parámetros que deben observar las
autoridades a efecto de dar cumplimiento al imperativo establecido en el artículo 1o. de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos respecto a sus obligaciones de prevenir,
investigar, sancionar y reparar las violaciones a derechos humanos, entre las que se encuentran los
actos de tortura, pues este tema debe ser tratado bajo el entendimiento de las obligaciones
internacionales contraídas por el Estado Mexicano, lo que implica acordar favorablemente el
ofrecimiento de pruebas que tengan como finalidad demostrar que el acto reclamado puede violar
un derecho fundamental como el de la integridad física por posibles actos de tortura.
  
  
Queja 56/2019. Héctor Castañeda Cobarrubias. 14 de agosto de 2019. Cinco votos de los Ministros
Norma Lucía Piña Hernández, Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien
indicó que está con el sentido, pero en contra de algunas consideraciones, Alfredo Gutiérrez Ortiz
Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá.
Secretaria: Rosalba Rodríguez Mireles.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 08 de noviembre de 2019 a las 10:19  horas  en el Semanario
Judicial de la Federación.

Instancia: Primera Sala Décima Época Materia(s): Penal, Común
Tesis: 1a. XCII/2019 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial
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AUTO DE FORMAL PRISIÓN. NO ES OBSTÁCULO PARA LA PROCEDENCIA DEL JUICIO DE
AMPARO INDIRECTO CONTRA ESTE ACTO, LA CIRCUNSTANCIA DE QUE PREVIAMENTE SE
HAYA CONCEDIDO AL MISMO QUEJOSO –EN AMPARO DIRECTO– LA PROTECCIÓN
CONSTITUCIONAL PARA EL EFECTO DE REPONER EL PROCEDIMIENTO E INVESTIGAR
POSIBLES HECHOS DE TORTURA (LEY DE AMPARO ABROGADA). 
  
  
El auto de formal prisión, en su calidad de decisión, eje del proceso penal de orden tradicional o
mixto, es una condición procesal que no se ve afectada con motivo de la reposición del
procedimiento que se dispone para investigar posibles hechos de tortura (con motivo de una
sentencia previamente emitida en favor del mismo quejoso en instancia de amparo directo), pues
aquella resolución de plazo constitucional sigue surtiendo sus efectos, determinando la existencia
de la causa, su sustancia y los hilos que la conducen, lo que lleva a considerar que la apuntada
reposición no constituye un obstáculo para controvertir su constitucionalidad mediante el ejercicio de
la acción de amparo indirecto. Asimismo, el hecho de que la referida investigación vaya a
trascender –positiva o negativamente– en la consideración sobre la licitud de ciertos elementos de
prueba estimados desde el auto de formal prisión, tampoco es razón para considerar improcedente
la vía, tomando en cuenta que el análisis constitucional sobre esa decisión se ejecuta desde el
prisma correspondiente al estado procesal de que se trata, y destacadamente en relación con el
estándar de prueba y las reglas atinentes a esa fase procesal. Consecuentemente, el hecho de que
se haya dispuesto la reposición del procedimiento para indagar probables hechos de tortura, no es
una condición que conduzca a estimar la imposibilidad de controvertir el auto de formal prisión por
medio del juicio de amparo indirecto.
  
  
Contradicción de tesis 377/2018. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado en Materia
Penal del Primer Circuito y el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la
Segunda Región, con residencia en San Andrés Cholula, Puebla. 3 de abril de 2019. Mayoría de
cuatro votos de los Ministros Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo
Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien se reservó su derecho para
formular voto concurrente. Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para
formular voto particular. Ponente: Luis María Aguilar Morales. Secretario: Roberto Negrete Romero.
 
Tesis y criterio contendientes:
 
El emitido por el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Segunda Región,
con residencia en San Andrés Cholula, Puebla, en apoyo del Segundo Tribunal Colegiado en
Materias Penal y de Trabajo del Décimo Noveno Circuito, al resolver el amparo en revisión
165/2018 (cuaderno auxiliar 685/2018), en el que determinó que las pruebas que sustentan un auto
de formal prisión no pueden encontrarse sub júdice a lo determinado por el Tribunal Colegiado de

Instancia: Primera Sala Décima Época Materia(s): Penal, Común
Tesis: 1a./J. 73/2019 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial

de la Federación.
Tipo: Jurisprudencia
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Circuito que ordena la reposición del procedimiento hasta la diligencia inmediata anterior al auto de
cierre de instrucción, para la investigación de la posible existencia de actos de tortura, ya que la
referida locución latina se usa para significar que un asunto se encuentra pendiente de decisión
judicial, de modo que las pruebas por sí solas no debe considerarse que se encuentren pendientes
de resolución judicial, es decir, puede estar pendiente de determinación algún asunto en contra del
cual se promovió un recurso o medio ordinario de defensa, o bien, un medio extraordinario de
defensa como el amparo, mas no las pruebas desahogadas en el asunto controvertido.
 
El emitido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, al resolver el
amparo en revisión 5/2017, que dio origen a la tesis aislada I.1o.P.55 P (10a.), de título y subtítulo:
"ACTOS DE TORTURA. SI EL ACTO RECLAMADO ES EL AUTO DE FORMAL PRISIÓN, Y SE
ADVIERTE QUE LAS PRUEBAS QUE LO SUSTENTAN SE ENCUENTRAN SUB JÚDICE A LO
DETERMINADO POR EL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO QUE ORDENA LA
REPOSICIÓN DEL PROCEDIMIENTO PARA QUE SE INVESTIGUE LA POSIBLE EXISTENCIA DE
AQUÉLLOS, ESA CIRCUNSTANCIA ACTUALIZA LA CAUSA DE IMPROCEDENCIA PREVISTA
EN EL ARTÍCULO 61, FRACCIÓN XXIII, EN RELACIÓN CON EL DIVERSO 74, FRACCIÓN V,
AMBOS DE LA LEY DE AMPARO.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del
viernes 2 de junio de 2017 a las 10:08 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la
Federación, Décima Época, Libro 43, Tomo IV, junio de 2017,  página 2857, con número de registro
digital: 2014412.
 
Tesis de jurisprudencia 73/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en
sesión privada de dieciocho de septiembre de dos mil diecinueve. 
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 06 de diciembre de 2019 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 09 de
diciembre de 2019, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario
19/2013.

Semanario Judicial de la Federación
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INCIDENTE DE EXCLUSIÓN DE PRUEBAS ILÍCITAS OBTENIDAS BAJO TORTURA,
PROMOVIDO EN UN PROCESO PENAL MIXTO. CONTRA LA RESOLUCIÓN QUE DECIDE SU
IMPUGNACIÓN NO PROCEDE EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO.
  
  
Dos Tribunales Colegiados de Circuito se pronunciaron de manera disímbola sobre si para efectos
de la procedencia del juicio de amparo indirecto, aquella resolución constituye un acto en juicio
cuyos efectos son de imposible reparación, porque afecte materialmente derechos sustantivos. Al
respecto, se determina que es improcedente el juicio de amparo indirecto promovido en su contra,
pues no constituye un acto cuya ejecución sea de imposible reparación. Lo anterior, porque en
términos de los artículos 107, fracción III, inciso b), de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, y 107, fracción V, de la Ley de Amparo, el amparo indirecto contra actos dentro de juicio
sólo procede cuando aquéllos sean susceptibles de producir una ejecución de imposible reparación,
esto es, cuando afecten materialmente derechos sustantivos, categoría bajo la cual no se ubica la
determinación del aludido medio de impugnación, cuyos alcances son los de impactar en derechos
de índole procesal por incidir únicamente en la configuración probatoria del proceso que habrá de
valorar el juzgador al dictar sentencia; lo anterior adquiere dimensión si se considera que los efectos
de esa resolución no son materializables inmediatamente, ya que dependerá de que lo ahí resuelto
llegue a trascender al sentido de la sentencia del proceso penal. Así, podría darse el caso de que el
juez de la causa al valorar las pruebas con miras a emitir un fallo, excluyera por iniciativa propia los
mismos elementos de prueba controvertidos por el quejoso mediante el incidente no especificado, o
bien que los rechazara de valoración por considerarlos producto de vulneración a otros derechos,
distintos a no ser torturado. Por el contrario, si en esa sentencia el juzgador llegase a considerar en
contra del imputado pruebas materia del mencionado incidente, hasta ese momento tal situación
habrá trascendido; ocasión en que el imputado podrá instar juicio de amparo directo en contra de la
sentencia definitiva, una vez agotado el recurso que proceda, para determinar si existió tortura, así
como dilucidar si ello afectó su defensa durante el proceso trascendiendo al resultado de la
sentencia penal, como prevén los artículos 170, fracción I y 173, apartado A, fracción XI, de la Ley
de Amparo. Lo que corrobora que aquel acto reclamado en amparo indirecto podría generar
afectación únicamente a derechos de índole procedimental.
  
  
Contradicción de tesis 237/2019. Entre las sustentadas por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia
Penal del Segundo Circuito y el Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer Circuito. 6
de febrero de 2020. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Ana
Margarita Ríos Farjat, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Juan Luis González Alcántara Carrancá.
Disidente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Adrián
González Utusástegui.
 
Tesis y/o criterios contendientes:

Instancia: Primera Sala Décima Época Materia(s): Común, Penal
Tesis: 1a./J. 13/2020 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial
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El emitido por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito, al resolver el
recurso de queja 19/2019, en el que consideró que era improcedente el juicio de amparo en contra
de la resolución que declaró infundado el medio de impugnación interpuesto en contra del acuerdo
que desechaba el incidente no especificado de exclusión y nulidad de pruebas obtenidas a través
de actos de tortura, al actualizarse la causa de improcedencia prevista en el artículo 61, fracción
XXIII, en relación con el diverso 107, fracción V, interpretado en sentido contrario, ambos de la Ley
de Amparo, en virtud de que el acto reclamado era un acto procesal que no tenía ejecución de
imposible reparación, ya que no afectaba derechos sustantivos consagrados en la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, y
 
El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer Circuito, al resolver el
recurso de queja 9/2019, en el que determinó que era procedente el juicio de amparo en contra de
la resolución que declaraba infundado el medio de impugnación interpuesto en contra del acuerdo
que desechaba el incidente no especificado de exclusión y nulidad de pruebas obtenidas a través
de actos de tortura, ya que el acto de autoridad, aun cuando prima facie tenía matices adjetivos o
procesales, lo cierto es que no es de naturaleza intraprocesal, sino que afecta derechos sustantivos
previstos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y por ello, es de imposible
reparación susceptible de combatirse a través del juicio de amparo indirecto.
 
Tesis de jurisprudencia 13/2020 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en
sesión privada de once de marzo de dos mil veinte.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 14 de agosto de 2020 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de
la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 17 de agosto de
2020, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.
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AMPLIACIÓN DE LA DEMANDA DE AMPARO INDIRECTO. PROCEDE CONTRA LA OMISIÓN DE
CREAR Y OPERAR EL REGISTRO NACIONAL DEL DELITO DE TORTURA (RENADET) Y, COMO
CONSECUENCIA, LA OMISIÓN DE REGISTRAR A LA VÍCTIMA EN EL MISMO, AL TENER UNA
ESTRECHA RELACIÓN CON LA DEMANDA INICIAL CUANDO EL ACTO RECLAMADO
CONSISTE EN LA OMISIÓN DEL MINISTERIO PÚBLICO DE INVESTIGAR DILIGENTEMENTE EL
DELITO DE TORTURA.
  
  
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes llegaron a posturas discrepantes, al
resolver un recurso de queja en el que se vieron en la necesidad de determinar si la falta de
creación y operatividad del Registro Nacional del Delito de Tortura (RENADET) y, en consecuencia,
la omisión de inscribir a la víctima en éste, tenía estrecha relación o no, en términos del artículo 111,
fracción II, de la Ley de Amparo para efectos de la ampliación de la demanda de amparo indirecto,
con la omisión del Ministerio Público de investigar con diligencia los actos de tortura denunciados,
que fue el motivo por el cual se presentó la demanda de amparo.
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que de
conformidad con el artículo 111, fracción II, de la Ley de Amparo, procede la ampliación de la
demanda de amparo indirecto contra la falta de creación y operatividad del Registro Nacional del
Delito de Tortura y, como consecuencia, la falta de inscripción en éste de quien denunció ser
víctima de ese delito, cuando la demanda inicial se promovió contra la omisión del fiscal de
investigar diligentemente una denuncia del delito de tortura.
 
Justificación: Lo anterior es así, porque los actos por los que se pretende ampliar la demanda de
amparo inciden directamente en la omisión por parte del fiscal de investigar con diligencia ese
delito, pues el registro de la víctima y, por tanto, del hecho que denunció en el Registro Nacional de
Tortura, constituye una de las primeras acciones que deben realizar las fiscalías correspondientes
en términos del artículo 35 de la Ley General para Prevenir, Investigar y Sancionar la Tortura y otros
Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, cuando reciben una denuncia de tortura. En
efecto, la creación y operatividad del Registro Nacional de Tortura, además de ser un instrumento
con fines estadísticos, cuyo objeto es contar con un mejor conocimiento del fenómeno de la tortura
en México, también constituye una herramienta fundamental de investigación para las Fiscalías
Especializadas en el Delito de Tortura, pues parte del objetivo de crear y operar tal organismo es
proporcionar información que permita un mejor estudio de las circunstancias de los hechos
denunciados, así como que dichas fiscalías realicen un análisis profundo de contextos y patrones
sistematizados en la comisión del delito de tortura de acuerdo a las circunstancias, métodos,
agentes involucrados y lugares, y cómo ello impacta en el suceso que se encuentra investigando.
De ahí que los citados actos, esto es, falta de operatividad, creación y registro correspondiente en el
RENADET tengan una estrecha relación con la omisión del fiscal de investigar diligentemente el
delito de tortura, por lo que resulta procedente ampliar la demanda de amparo respecto a los
mismos.

Instancia: Primera Sala Undécima Época Materia(s): Común
Tesis: 1a./J. 30/2021 (11a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial
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Contradicción de tesis 31/2021. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado en
Materia Penal del Primer Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Séptimo
Circuito. 20 de octubre de 2021. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Juan Luis González
Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, y la Ministra Ana
Margarita Ríos Farjat. Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para
formular voto particular. Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretarios: Ana Marcela
Zatarain Barrett, Fernando Sosa Pastrana y Pablo Francisco Muñoz Díaz.
 
Tesis y/o criterios contendientes:
 
El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, al resolver la
queja 87/2020, en la que determinó que no procede la ampliación de la demanda en términos del
artículo 111 de la Ley de Amparo, porque la falta de creación y operatividad del Registro Nacional
del Delito de Tortura (RENADET), así como la omisión de registrar en el mismo a una persona que
se dice víctima de tal delito, es un acto independiente y de carácter administrativo que no encuentra
relación con la omisión de investigar con diligencia el delito de tortura que originalmente fue
reclamado en la demanda de amparo, y
 
El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Séptimo Circuito, al resolver
la queja 179/2020, en la que consideró que la omisión de investigar con diligencia el delito de
tortura, sí se encuentra relacionada con la omisión de crear y operar el Registro Nacional del Delito
de Tortura (RENADET), así como con la omisión de registrar en el mismo a las víctimas de tal
delito. El Tribunal Colegiado consideró que la investigación del delito de tortura implica una serie de
diligencias que debe realizar la fiscalía, entre ellas, la de iniciar de forma inmediata la investigación,
recopilar la indagatoria y registrar los hechos en el RENADET, por lo cual, dijo, la creación del
mencionado Registro tiene correlación con los actos reclamados que originalmente se plantearon en
la demanda de amparo indirecto, por lo que sí era procedente su ampliación en términos del artículo
111 de la Ley de Amparo.
 
Tesis de jurisprudencia 30/2021 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en
sesión privada de diez de noviembre de dos mil veintiuno.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 03 de diciembre de 2021 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 06 de
diciembre de 2021, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario
1/2021.
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TORTURA. OBLIGACIONES DE LA AUTORIDAD JUDICIAL CUANDO EL QUEJOSO ALEGA QUE
SU COIMPUTADO FUE TORTURADO PARA HACER IMPUTACIONES EN SU CONTRA.
  
  
Hechos: Una persona reclamó en amparo directo que las declaraciones ministeriales de sus
coinculpados, en las que lo señalaron como jefe de una organización criminal, debían ser excluidas
del material probatorio con el que fue juzgado porque, al rendir declaración preparatoria, ellos se
retractaron y manifestaron que esas declaraciones fueron obtenidas mediante actos de tortura. El
Tribunal Colegiado de Circuito del conocimiento convalidó la decisión de la autoridad responsable
de valorar esa prueba de cargo en perjuicio del quejoso y desestimó el alegato sobre la necesidad
de realizar un ejercicio de exclusión probatoria. En contra de esa determinación la parte quejosa
interpuso recurso de revisión.
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que ante
el alegato de tortura de un coimputado, la autoridad judicial que conoce del proceso penal deberá
realizar un análisis oficioso de los elementos disponibles hasta la etapa procesal en que se actúa. Si
la autoridad cuenta con elementos suficientes para establecer la existencia de tortura del
coimputado, deberá emprender un estudio escrupuloso de los elementos probatorios aportados por
éste que deriven directa o indirectamente de la tortura infligida, únicamente en cuanto sustenten la
imputación hacia el quejoso, al tenor de los parámetros constitucionales fijados en las reglas de
exclusión de la prueba ilícita. Por el contrario, si la autoridad judicial estima que la evidencia
disponible para acreditar razonablemente dichos actos es insuficiente deberá emprender la
investigación correspondiente.
 
Justificación: Las autoridades tienen el deber de investigar de manera seria, imparcial y efectiva las
violaciones a derechos humanos, en particular, a no ser objeto de tortura. Por tanto, si la tortura
repercute en el derecho a un debido proceso, ante una denuncia de posibles actos de esta
naturaleza, la autoridad judicial adquiere la obligación de investigarla. Así, para verificar la
existencia de la tortura del coimputado, corresponde a la autoridad judicial la obtención y el
aseguramiento de toda prueba que pueda servir para acreditar los actos de tortura alegados.
  
  
Amparo directo en revisión 807/2020. 1 de diciembre de 2021. Mayoría de tres votos de los
Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, y la Ministra Ana
Margarita Ríos Farjat. Disidentes: Ministra Norma Lucía Piña Hernández y Ministro Jorge Mario
Pardo Rebolledo. Ponente: Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Patricia del Arenal
Urueta.
  
  

Instancia: Primera Sala Undécima Época Materia(s): Constitucional,
Penal

Tesis: 1a. XXVIII/2022 (11a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial
de la Federación.

Tipo: Aislada
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Esta tesis se publicó el viernes 15 de julio de 2022 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la
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TORTURA. CUANDO EL QUEJOSO ALEGA QUE SU COIMPUTADO FUE TORTURADO PARA
HACER IMPUTACIONES EN SU CONTRA, SU ARGUMENTO DEBE ANALIZARSE
CONSTITUCIONALMENTE CON BASE EN EL DERECHO HUMANO A SER JUZGADO A PARTIR
DE PRUEBAS LÍCITAS, A LA LUZ DE LOS ESTÁNDARES DEL DEBIDO PROCESO.
  
  
Hechos: Una persona reclamó en amparo directo que las declaraciones ministeriales de sus
coinculpados, en las que lo señalaron como jefe de una organización criminal, debían ser excluidas
del material probatorio con el que fue juzgado porque, al rendir declaración preparatoria, ellos se
retractaron y manifestaron que esas declaraciones fueron obtenidas mediante actos de tortura. El
Tribunal Colegiado de Circuito del conocimiento convalidó la decisión de la autoridad responsable
de valorar esa prueba de cargo en perjuicio del quejoso y desestimó el alegato sobre la necesidad
de realizar un ejercicio de exclusión probatoria. En contra de esa determinación la parte quejosa
interpuso recurso de revisión.
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que
cuando una persona penalmente procesada alega que su coimputado fue torturado para obtener
una declaración en su perjuicio, ese planteamiento es susceptible de ser analizado bajo los
estándares aplicables en la materia. El derecho humano cuya violación se alega es el de ser
juzgado a partir de pruebas obtenidas lícitamente, y su exigencia es la que permite activar el juicio
de amparo. De este modo, si la autoridad judicial advierte que existe ese posible impacto procesal
perjudicial, ya sea porque el tema esté explícitamente planteado o en suplencia de la queja, debe
analizarlo a la luz de los estándares del debido proceso. La acreditación de la tortura implicaría la
invalidez de la prueba obtenida ilícitamente.
 
Justificación: Aunque los coimputados no son parte en la relación jurídico-procesal en el juicio de
amparo, la información que aportan puede tener impacto en el proceso penal instaurado en contra
del inculpado que promovió dicho juicio. Esto es, el maltrato bien puede afectar procesalmente a
quien lo padece de manera directa, por ejemplo, cuando el inculpado admite haber participado en la
comisión de un delito con tal de que cese su tormento, pero también puede generar consecuencias
procesales para quien no lo recibe personal y directamente. Esto ocurre, precisamente, cuando la
acusación de un imputado pretende basarse en el material probatorio que la tortura de otro permitió
producir. De esta manera, el planteamiento respecto a que la tortura de sus coimputados generó
pruebas que lo incriminaron, debe ser analizado constitucionalmente: al ser un alegato sobre el
derecho humano a ser juzgado a partir de pruebas lícitas y tiene una estrecha relación con el
derecho de defensa, el principio de presunción de inocencia y, en general, con el debido proceso.
  
  
Amparo directo en revisión 807/2020. 1 de diciembre de 2021. Mayoría de tres votos de los

Instancia: Primera Sala Undécima Época Materia(s): Constitucional,
Penal

Tesis: 1a. XXIX/2022 (11a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial
de la Federación.

Tipo: Aislada
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Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, y la Ministra Ana
Margarita Ríos Farjat. Disidentes: Ministra Norma Lucía Piña Hernández y Ministro Jorge Mario
Pardo Rebolledo. Ponente: Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Patricia del Arenal
Urueta.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 15 de julio de 2022 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la
Federación.
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TORTURA DE COIMPUTADO. LA PRUEBA OBTENIDA POR ESTA VÍA NO PUEDE SER
VALORADA EN EL PROCESO PENAL DEL INCULPADO, PUES SU CONTENIDO NUNCA ES
FIABLE NI TIENE VÍNCULO LÓGICO CON LA VERDAD MATERIAL.
  
  
Hechos: Una persona reclamó en amparo directo que las declaraciones ministeriales de sus
coinculpados, en las que lo señalaron como jefe de una organización criminal, debían ser excluidas
del material probatorio con el que fue juzgado porque, al rendir declaración preparatoria, ellos se
retractaron y manifestaron que esas declaraciones fueron obtenidas mediante actos de tortura. El
Tribunal Colegiado de Circuito del conocimiento convalidó la decisión de la autoridad responsable
de valorar esa prueba de cargo en perjuicio del quejoso y desestimó el alegato sobre la necesidad
de realizar un ejercicio de exclusión probatoria. En contra de esa determinación la parte quejosa
interpuso recurso de revisión.
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que no
debe validarse una prueba obtenida por vía de tortura simplemente porque no es posible asignarle
crédito alguno a la información que pretende aportar, pues no es fiable, ni tiene un vínculo lógico
con la verdad material. La tortura, además de constituir una violación per se a la dignidad humana,
jamás puede tener utilidad; no es susceptible de producir información confiable porque, ante el
dolor, las personas son capaces de crear ficciones propias o ajenas, con tal de que éste se dé por
terminado lo antes posible. De esta manera, si la declaración del coimputado en la que realiza
imputaciones directas respecto a la responsabilidad penal de la persona inculpada es obtenida
mediante tortura, debe ser excluida como prueba de cargo.
 
Justificación: La tortura del coimputado no sólo debe entenderse como la afectación a la integridad
personal de quien la resintió directamente, sino que también puede constituir una violación grave de
derechos humanos del imputado quejoso que no padeció los actos alegados, pues con base en ella
se ingresa al proceso penal una prueba posiblemente afectada de ilicitud, lo que consumaría una
violación a su derecho al debido proceso. Esta conclusión deriva de reconocer un escenario
perfectamente plausible; a saber, que las pruebas obtenidas por medio de la tortura pueden, de
hecho, afectar de forma incriminatoria tanto a quien es directamente torturado como a otras
personas. Quienes ejecutan actos de tortura lo hacen con el objetivo de producir información
incriminatoria susceptible de perjudicar a cualquier persona que se elija acusar, con independencia
de cuál sea su estatus procesal. Así como una persona sujeta a tortura puede aceptar haber
cometido hechos que en realidad no cometió con tal de evitar más sufrimiento, lo mismo ocurre
cuando esa persona es presionada para inculpar a alguien más. La vulnerabilidad frente al dolor
puede llevar a cualquiera a atribuir hechos a terceros sin fundamento alguno, sobre todo si este acto
de reconocimiento se ofrece como un escape efectivo a ese tormento.
  

Instancia: Primera Sala Undécima Época Materia(s): Constitucional,
Penal
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Amparo directo en revisión 807/2020. 1 de diciembre de 2021. Mayoría de tres votos de los
Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, y la Ministra Ana
Margarita Ríos Farjat. Disidentes: Ministra Norma Lucía Piña Hernández y Ministro Jorge Mario
Pardo Rebolledo. Ponente: Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Patricia del Arenal
Urueta.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 15 de julio de 2022 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la
Federación.
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INTERÉS LEGÍTIMO EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. LO TIENE LA SECRETARÍA
TÉCNICA DE COMBATE A LA TORTURA, TRATOS CRUELES E INHUMANOS DE LA
DIRECCIÓN GENERAL DEL INSTITUTO FEDERAL DE DEFENSORÍA PÚBLICA (IFDP), PARA
IMPUGNAR LA OMISIÓN DE INVESTIGAR, DE FORMA DILIGENTE O EN UN PLAZO
RAZONABLE, POSIBLES ACTOS DE TORTURA COMETIDOS EN CONTRA DE PERSONAS
PRIVADAS DE SU LIBERTAD, POR LO QUE NO PUEDE INVOCARSE LA FALTA DE ESE
INTERÉS COMO UN MOTIVO MANIFIESTO E INDUDABLE DE IMPROCEDENCIA.
  
  
Hechos: Diversos Tribunales Colegiados de diferentes circuitos judiciales analizaron recursos de
queja que tuvieron su origen en juicios de amparo promovidos por el secretario técnico de Combate
a la Tortura, Tratos Crueles e Inhumanos de la Dirección General del Instituto Federal de
Defensoría Pública (IFDP), bajo la figura del interés legítimo, en los que reclamó la omisión por
parte de autoridades de la Fiscalía General de la República (FGR) de realizar, con la debida
diligencia y en un plazo razonable, una investigación por posibles actos de tortura o malos tratos
cometidos en contra de personas privadas de su libertad que fueron representadas por defensores
federales de dicho instituto en el proceso penal respectivo. Los órganos colegiados sostuvieron, en
esencia, criterios discrepantes en cuanto a si constituía o no una causa notoria y manifiesta de
improcedencia el interés legítimo de la parte quejosa para promover el juicio de amparo en esos
supuestos.
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que la
Secretaría Técnica de Combate a la Tortura, Tratos Crueles e Inhumanos de la Dirección General
del Instituto Federal de Defensoría Pública sí tiene interés legítimo para acudir al juicio de amparo
para reclamar actos relacionados con la falta de debida diligencia en la investigación de posibles
actos de tortura cometidos en contra de personas privadas de su libertad que fueron representadas
en el proceso penal respectivo por defensores públicos de ese instituto. De ahí que la falta de
interés legítimo cuando se promueve el juicio de amparo en esos términos no puede ser invocada
como una causa manifiesta e indudable de improcedencia.
 
Justificación: La Secretaría Técnica de Combate a la Tortura, Tratos Crueles e Inhumanos se
encuentra en una especial situación frente al derecho de defensa adecuada en materia penal, lo
cual se acredita dado que el marco legal que regula sus funciones le reconoce facultades para
realizar válidamente actos encaminados a impulsar la investigación y eventual sanción y reparación
de posibles actos de tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos y degradantes cometidos en
perjuicio de personas representadas por el Instituto Federal de Defensoría Pública, conforme a los
más altos estándares nacionales e internacionales en materia de derechos humanos. Así, una
eventual concesión del amparo generaría un beneficio específico a esa secretaría técnica, pues le
daría la posibilidad de ejercer y cumplir de manera libre el objeto por el que fue creada,
específicamente en materia de prevención y combate a la tortura, permitiendo su desarrollo como

Instancia: Primera Sala Undécima Época Materia(s): Administrativa,
Común

Tesis: 1a./J. 66/2022 (11a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial
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órgano útil para la lucha contra la impunidad en casos de tortura o malos tratos cometidos en
perjuicio de personas en situación de vulnerabilidad, como las que representan los defensores
públicos del instituto en comento. De ahí que pueda considerarse que tiene un interés propio distinto
del resto de los integrantes de la sociedad, pues además de actuar en beneficio del derecho de
defensa adecuada, también acude en defensa de su esfera jurídica, ya que las omisiones
reclamadas impiden el cumplimiento cabal de sus atribuciones. Finalmente, es importante señalar
que lo anterior es armónico con la dinámica y alcances del juicio de amparo, pues tiene como
finalidad verificar el cumplimiento de derechos humanos, lo cual debe privilegiarse por encima de
formalismos o ejercicios hermenéuticos que no atiendan al caso en específico. Esta determinación,
naturalmente, conlleva que las demandas promovidas por dicha secretaría técnica contra ese tipo
de actos u omisiones no puedan ser desechadas bajo la premisa de que carece de interés legítimo,
ni mucho menos, tener esa figura como un motivo manifiesto e indudable de improcedencia que
amerite desechar de plano la demanda desde el auto inicial del juicio de amparo.
  
  
Contradicción de criterios 356/2021. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado en
Materia Penal del Primer Circuito, el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer
Circuito, el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, el Quinto Tribunal
Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, el Sexto Tribunal Colegiado en Materia Penal del
Primer Circuito, el Noveno Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, el Décimo
Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, el Primer Tribunal Colegiado del Segundo
Circuito, el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito, el Tercer Tribunal
Colegiado en Materia Penal del Tercer Circuito, el Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del
Cuarto Circuito, el Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Quinto Circuito,
el Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Séptimo Circuito, el Segundo Tribunal Colegiado
en Materias Penal y Administrativa del Octavo Circuito, el Tribunal Colegiado en Materia Penal del
Décimo Circuito, el Tribunal Colegiado en Materia Penal del Décimo Primer Circuito, el Tribunal
Colegiado en Materia Penal del Décimo Segundo Circuito, el Segundo Tribunal Colegiado en
Materias Penal y de Trabajo del Décimo Tercer Circuito, el Segundo Tribunal Colegiado del Décimo
Quinto Circuito, el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Décimo Sexto Circuito, el
Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Séptimo Circuito, el Segundo Tribunal Colegiado en
Materias Penal y Administrativa del Décimo Octavo Circuito, el Segundo Tribunal Colegiado en
Materias Penal y de Trabajo del Décimo Noveno Circuito, el Tercer Tribunal Colegiado en Materia
Penal del Primer Circuito, el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, el
Octavo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, el Segundo Tribunal Colegiado en
Materia Penal del Segundo Circuito, el Tercer Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito y el
Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Cuarto Circuito. 11 de mayo de 2022. Mayoría de cuatro
votos de los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien
se separa de algunos párrafos, y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, y la Ministra Ana Margarita Ríos
Farjat. Disidente: Ministra Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular
voto particular. Ponente: Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretario: Víctor Manuel
Rocha Mercado.
 
Tesis y/o criterios contendientes:
 
El emitido por los Tribunales Colegiados Segundo, Cuarto, Quinto, Sexto y Décimo en Materia
Penal del Primer Circuito, al resolver las quejas 194/2019, 209/2019, 204/2019, 195/2019 y 22/2021,
respectivamente; los Tribunales Colegiados Primero y Cuarto en Materia Penal del Segundo
Circuito, al resolver las quejas 60/2020 y 49/2021, respectivamente; el Tercer Tribunal Colegiado en
Materia Penal del Tercer Circuito, al resolver la queja 100/2021; el Primer Tribunal Colegiado en
Materias Penal y Administrativa del Quinto Circuito, al resolver la queja 111/2021; el Primer Tribunal
Colegiado en Materia Penal del Séptimo Circuito, al resolver la queja 202/2020; el Tribunal
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Colegiado en Materia Penal del Décimo Primer Circuito, al resolver la queja 99/2020; el Tribunal
Colegiado en Materia Penal del Décimo Segundo Circuito, al resolver la queja 8/2021; el Segundo
Tribunal Colegiado en Materias Penal y de Trabajo del Décimo Tercer Circuito, al resolver la queja
30/2021; el Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito, al resolver la queja 85/2020; el
Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Séptimo Circuito, al resolver la queja 25/2020; el Segundo
Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Décimo Octavo Circuito, al resolver la
queja 163/2020; el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y de Trabajo del Décimo Noveno
Circuito, al resolver la queja 1/2021 y el Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Cuarto Circuito
(queja 402/2020), en las que consideraron que no se actualizaba una causa de improcedencia
manifiesta e indudable, debido a que el interés legítimo es una condición sujeta a demostración,
cuyo análisis no es factible realizar con los datos y pruebas que obran al momento del dictado del
acuerdo inicial; por lo que debe admitirse la demanda promovida por el secretario técnico de
Combate a la Tortura, Tratos Crueles e Inhumanos de la Dirección General del Instituto Federal de
Defensoría Pública, a fin de que a través de la sustanciación del juicio se diluciden con certeza esos
extremos;
 
El sustentado por los Tribunales Colegiados Primero y Noveno en Materia Penal del Primer Circuito,
al resolver las quejas 198/2019 y 58/2021, respectivamente; el Primer Tribunal Colegiado en
Materia Penal del Cuarto Circuito, al resolver la queja 58/2021; el Segundo Tribunal Colegiado en
Materias Penal y Administrativa del Octavo Circuito, al resolver la queja 49/2021; el Tribunal
Colegiado en Materia Penal del Décimo Circuito, al resolver la queja 77/2020; y el Segundo Tribunal
Colegiado en Materia Penal del Décimo Sexto Circuito, al resolver la queja 33/2021, en las que
concluyeron que la Secretaría Técnica de Combate a la Tortura, Tratos Crueles e Inhumanos,
atendiendo al objetivo para el que fue creada, tiene interés de que en los asuntos en los cuales se
investiguen y persigan hechos constitutivos del delito de tortura, entre otros, sigan su cauce legal y
se sancione a los responsables. De ahí que, en el auto inicial que recae a la demanda promovida
por dicha parte quejosa es posible inferir la existencia de un interés legítimo, en grado presuntivo,
cuyo análisis debe perfeccionarse durante la tramitación del juicio constitucional. Aspecto que se
robustecía porque dicha Secretaría Técnica estuvo involucrada en los efectos del acto reclamado,
pues fue quien presentó la denuncia para que se iniciara la investigación de posibles actos de
tortura; lo cual le permite promover el juicio de amparo para combatir los actos y omisiones que
estime pertinentes, al encontrarse en una especial situación jurídica que la distinguía del resto de
miembros de la sociedad. De ahí que no pudiera considerarse actualizado un motivo manifiesto e
indudable de improcedencia que condujera al desechamiento de la demanda de amparo; y,
 
El sostenido por los Tribunales Colegiados Tercero, Séptimo y Octavo en Materia Penal del Primer
Circuito, al resolver las quejas 194/2019, 6/2021 y 202/2019, respectivamente; el Segundo Tribunal
Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito, al resolver la queja 168/2020, y el Tercer Tribunal
Colegiado del Décimo Quinto Circuito, al resolver la queja 139/2021, en las que determinaron que el
titular de la Secretaría Técnica de Combate a la Tortura, Tratos Crueles e Inhumanos de la
Dirección General del Instituto Federal de Defensoría Pública no cuenta con interés legítimo para
combatir las omisiones que reclama, porque no guarda una especial situación frente al orden
jurídico en defensa de algún derecho fundamental propio que origine que, con una eventual
concesión de amparo, se vea beneficiado en su esfera jurídica, pues actúa como ente del Estado en
el cumplimiento de sus obligaciones y no se advierte una afectación en su patrimonio con las
omisiones reclamadas; máxime que al ser autoridad pública no puede invocar dicho interés, de
conformidad con lo dispuesto en los artículos 5o., segundo párrafo, y 7o. de la Ley de Amparo. Por
lo que el acuerdo de desechamiento de plano fue legal, al actualizarse un motivo manifiesto e
indudable de improcedencia.
 
Tesis de jurisprudencia 66/2022 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en
sesión privada de primero de junio de dos mil veintidós.
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Nota: De la sentencia que recayó a la queja 58/2021, resuelta por el Noveno Tribunal Colegiado en
Materia Penal del Primer Circuito, derivó la tesis aislada I.9o.P.1 K (11a.), de rubro: "INTERÉS
LEGÍTIMO EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. SU ESTUDIO RESPECTO DE PERSONAS
MORALES OFICIALES QUE RECLAMAN ACTOS VINCULADOS CON SU FUNCIÓN PÚBLICA,
DEBE REALIZARSE CASO POR CASO, POR LO QUE NO SE ACTUALIZA, NECESARIAMENTE,
EN GRADO MANIFIESTO E INDUDABLE LA CAUSA DE IMPROCEDENCIA PREVISTA EN EL
ARTÍCULO 61, FRACCIÓN XII, DE LA LEY DE AMPARO Y, EN CONSECUENCIA, NO DEBE
DESECHARSE LA DEMANDA EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 113 DEL MISMO
ORDENAMIENTO.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 6 de agosto de
2021 a las 10:14 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Undécima Época,
Libro 4, Tomo V, agosto de 2021, página 4867, con número de registro digital: 2023403.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 26 de agosto de 2022 a las 10:34 horas en el Semanario Judicial de
la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 29 de agosto de
2022, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.
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Tesis 
 

  Registro digital: 2026131 

  
  
REPOSICIÓN DEL PROCEDIMIENTO PARA INVESTIGAR UNA DENUNCIA DE TORTURA EN EL
SISTEMA PENAL TRADICIONAL. NO PROCEDE ORDENARLA SI LAS PRUEBAS CUYA
INVALIDEZ PODRÍA RESULTAR DE ESA INVESTIGACIÓN HAN SIDO DECLARADAS NULAS
POR UNA RAZÓN DIVERSA.
  
  
Hechos: En un procedimiento penal tradicional, una persona reclamó en amparo directo la invalidez
de las confesiones que rindió junto con su coinculpado ante el Ministerio Público porque se
desahogaron en presencia de una persona de confianza y no de un defensor profesional en
derecho, aunado a que su autoincriminación en los hechos atribuidos se obtuvo bajo tortura. El
Tribunal Colegiado de Circuito del conocimiento validó las confesiones bajo el argumento de que las
personas inculpadas contaron con la asistencia de una persona de confianza y desestimó la
denuncia de tortura al considerar que no existían pruebas de que el quejoso y su coinculpado
hubieran presentado lesiones físicas al momento de confesar, y negó el amparo. Inconforme con lo
anterior, la parte quejosa interpuso recurso de revisión, en el que esta Primera Sala declaró nulas
las confesiones de la parte quejosa y su coinculpado en virtud de que fueron rendidas sin la
asesoría de un defensor profesional en derecho. A partir de la invalidez de las confesiones se
consideró innecesario ordenar la reposición del procedimiento para investigar los posibles actos de
tortura denunciados en la causa penal.
 
Criterio jurídico: En una causa penal tramitada bajo las reglas del sistema penal tradicional, resulta
innecesario ordenar la reposición del procedimiento para investigar la denuncia sobre los posibles
actos de tortura denunciados si es que, en su máximo alcance, la consecuencia de acreditar esa
afectación consiste en invalidar la confesión y cualquier otro dato de autoincriminación, cuando esos
medios de prueba ya se han declarado nulos de manera inmediata al haberse vulnerado otro
derecho fundamental, como el de la falta de defensa técnica. Lo anterior, porque de esa forma la
parte quejosa ya habría obtenido una reparación indirecta e inmediata frente a lo que representa la
denuncia de tortura, lo cual torna infructuosa la reposición del procedimiento, de lo contrario, sólo se
retrasaría innecesariamente la solución del asunto.
 
Justificación: Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido que si
una persona procesada en una causa penal denuncia actos de tortura, la autoridad judicial que
conoce del proceso, además de dar vista al Ministerio Público para investigar sobre su existencia
como delito, debe verificar a través de un estándar atenuado si existen o no datos que revelen su
existencia y determinar su impacto en las pruebas dentro del proceso, pero si carece de elementos
suficientes para ello deberá ordenar la práctica de las diligencias necesarias para verificarla o
descartar su existencia.
En el juicio de amparo directo, el incumplimiento de esos lineamientos exige ordenar la reposición
del procedimiento para que la autoridad responsable subsane esa violación procesal y se allegue de
los elementos necesarios para resolver sobre la existencia de los actos de tortura alegados por la
persona procesada.

Instancia: Primera Sala Undécima Época Materia(s): Penal
Tesis: 1a. VI/2023 (11a.) Fuente: Semanario Judicial de la

Federación.
Tipo: Aislada

Semanario Judicial de la Federación

Pág. 52 de 55 Fecha de impresión 18/04/2023



Sin embargo, si el Tribunal Colegiado del conocimiento advierte que, de comprobarse la existencia
de la tortura a partir de la reposición del procedimiento para investigar esa afectación, en su máximo
alcance, implicaría anular ciertas pruebas, pero esos mismos elementos de convicción deben ser
invalidados de manera inmediata porque se produjeron a partir de la vulneración a otros derechos
humanos, como podría ser que la confesión que se alega coaccionada fue desahogada sin la
presencia de un defensor profesional en derecho, entonces la investigación de los actos de tortura
no generaría beneficios jurídicos a la persona inculpada, ni representaría un cambio en el sentido de
la resolución que se llegare a emitir con base en el tratamiento a las restantes afectaciones
detectadas. En ese supuesto, ordenar la reposición del procedimiento resultaría innecesario y sólo
retrasaría la solución del asunto.
 
PRIMERA SALA.
  
  
Amparo directo en revisión 3147/2021. 26 de enero de 2022. Mayoría de tres votos de los Ministros
Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló voto concurrente, y Alfredo Gutiérrez Ortiz
Mena, y la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Disidentes: Ministra Norma Lucía Piña Hernández y
Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Ministra Presidenta Ana Margarita Ríos Farjat.
Secretario: Saúl Armando Patiño Lara.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 10 de marzo de 2023 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de
la Federación.
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Tesis 
 

  Registro digital: 2026312 

  
  
TOMA DE MUESTRAS DE FLUIDOS CORPORALES. LA REGULACIÓN PARA OBTENERLAS,
AUN EN CONTRA DE LA VOLUNTAD DE LA PERSONA QUE DEBA PROPORCIONARLAS, NO
CONSTITUYE UN ACTO DE TORTURA NI ATENTA CONTRA SU DERECHO A SER TRATADA
CON DIGNIDAD.
  
  
Hechos: Una persona se negó a proporcionar una muestra de sangre a la fiscalía, que pretendía
cotejarla con otros indicios biológicos integrados a la investigación. Ante tal negativa, la fiscalía
acudió ante una Jueza de Control, quien autorizó la toma de muestras corporales incluso en contra
de la voluntad de la persona inculpada.
 
Criterio jurídico: Las reglas contenidas en el artículo 270 del Código Nacional de Procedimientos
Penales no son constitutivas de tortura, pues la toma de muestras de fluidos corporales no son
actos inherentemente crueles, inhumanos o degradantes, ni buscan anular la personalidad o
disminuir la capacidad física o mental de la persona imputada, por el contrario, persiguen fines
constitucionalmente válidos, aunado a que su procedencia está supeditada al mecanismo de control
judicial previo diseñado en la norma, el cual procura proteger la dignidad de las personas.
 
Justificación: El artículo 270 del Código Nacional de Procedimientos Penales regula la toma de
muestras de fluido corporal, vello o cabello, extracciones de sangre u otros análogos, la cual
constituye una medida que no es inherentemente degradante, pues no cae dentro del criterio de
gravedad objetivo que contempla el artículo 22 de la Constitución Federal, ya que no se trata de
mutilación, infamia, marca, azotes, tormento de cualquier especie, ni es una pena inusitada y
trascendental, aunado a que esa medida constituye un acto de investigación que persigue el
esclarecimiento de los hechos, proteger al inocente, procurar que el culpable no quede impune y
que los daños causados por el delito se reparen.
Asimismo, la toma de muestras de fluidos corporales no tiene como finalidad anular la personalidad
o disminuir la capacidad física o mental de la persona a la que se requiere, ni desprecia su dignidad,
sino que busca protegerla, pues el procedimiento de control judicial que impone el párrafo segundo
del artículo impugnado, funge como mecanismo de regulación constitucional, a través del cual el
Juez de Control tiene la obligación de negar la práctica de la medida en los siguientes casos: i)
cuando exista una forma menos lesiva, e igual de eficaz e idónea para esclarecer la circunstancia
que se pretende probar; ii) cuando la gravedad del delito no justifique la afectación a la integridad
del investigado; o, iii) cuando su práctica atente contra la dignidad del imputado o ponga en riesgo
su salud.
 
PRIMERA SALA.
  
  

Instancia: Primera Sala Undécima Época Materia(s): Penal,
Constitucional

Tesis: 1a. II/2023 (10a.) Fuente: Semanario Judicial de la
Federación.

Tipo: Aislada

Semanario Judicial de la Federación

Pág. 54 de 55 Fecha de impresión 18/04/2023



Amparo en revisión 1034/2019. Armando Morales Cruz. 15 de julio de 2020. Cinco votos de las
Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien está con el sentido, pero en contra de algunas
consideraciones y por consideraciones adicionales, y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros
Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente en el que se separa de las
consideraciones contenidas en la presente tesis, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto
concurrente y Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló voto concurrente. Ponente:
Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Secretario: Santiago Mesta Orendain.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 14 de abril de 2023 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la
Federación.
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